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Senado de la República
PROYECTO DE LEY No,

POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN ALGUNAS PREVISIONES TENDIENTES  A EFECTIVIZAR LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURIDICA, JUSTICIA Y EQUIDAD EN LAS CARGAS LEGALES E IMPOSITIVAS DERIVADAS DE LA PROPIEDAD RAIZ, A FORTALECER EL CATASTRO COMO SISTEMA INTEGRAL DE INFORMACION DE TIERRAS BASADO EN EL PREDIO Y SOPORTE PARA EFECTOS FISCALES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES
EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA

DECRETA

ARTICULO 1. NATURALEZA DEL CATASTRO COMO SISTEMA DE INFORMACION DE TIERRAS.  EL catastro es el Sistema de Información de Tierras (SIT) basado en el predio para  el desarrollo económico, social, administración de tierras, planeación urbana y regional, monitoreo ambiental y desarrollo sostenible; por lo tanto, captura, almacena y conserva la información  integral sobre los bienes inmuebles urbanos y rurales ubicados en el territorio nacional, pertenecientes al Estado y a los particulares, con el objeto de lograr su correcta identificación física, jurídica, económica, social, ambiental y fiscal de forma veraz, completa, comprobable y comprensible, mediante la observancia de técnicas y procedimientos que permitan de manera transparente, confiable y eficiente la recolección, procesamiento y actualización de los respectivos datos. 

La incorporación de la propiedad inmueble se realiza mediante la inscripción catastral dentro de los procesos de formación, actualización de la formación o conservación. La inscripción en el catastro no constituye título de dominio, ni sanea los vicios que tenga la titulación o posesión sobre el respectivo inmueble. 
Sistema de Información de Tierras, contendrá toda la información catastral en formato digital de acuerdo con los estándares nacionales de información y de calidad; todos los datos estarán debidamente documentados  (metadatos) según el estándar nacional definido para ese objetivo. Cada autoridad Catastral competente, mantendrá actualizado el SIT y  garantizará que los usuarios puedan consultar y adquirir la información por medios electrónicos y en formato digital o análogo.
ARTICULO 2. DE LA BASE DE DATOS CATASTRALES (BDC)

1. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi en Bogotá y por medio de sus Direcciones Territoriales, mantendrá actualizada la Base Catastral con todos los predios bajo su jurisdicción. De la misma manera, las demás autoridades catastrales, mantendrán la respectiva BDC.

2. La BDC contendrá todos los atributos que describen los predios y sus propietarios.

3. El IGAC establecerá y mantendrá un Base Nacional de Datos Catastrales (BNDC) que permita la agregación y consolidación de información y conocimiento a nivel nacional para soportar la definición de políticas nacionales o sectoriales. Las demás autoridades catastrales para efectos estadísticos suministrarán al IGAC los datos pertinentes para el establecimiento y conservación de la BNDC. Usando los protocolos y estándares que se definan.

ARTICULO 3. OBJETIVOS: LOS ENTES CATASTRALES TENDRÁN COMO OBJETIVOS ESENCIALES:
1. Elaborar el inventario nacional de bienes inmuebles mediante los procesos de Formación, Actualización de la Formación y Conservación del catastro nacional.

2. Producir, analizar y divulgar información catastral mediante el establecimiento del Sistema de Información de Tierras, que apoye la administración y el mercado eficiente  de la tierra, la protección jurídica de la propiedad, la planeación urbana y rural, el monitoreo ambiental y el desarrollo económico, social y sostenible del país.

3. Contribuir al ordenamiento y regularización de la propiedad inmueble, tanto urbana como rural, así como garantizar la protección y seguridad jurídica de la misma.


4. Consolidar la determinación físico-jurídica correcta de la propiedad inmueble, mediante la adecuada integración e interrelación  de la información necesaria para su correcta identificación. La integración de la información catastral y registral deberá permitir la concordancia entre los asientos del Registro de la Propiedad Inmueble y el Catastro Nacional, para efecto de la regularización de la propiedad. 

5. Servir de soporte de la información relativa a la propiedad inmueble para su utilización en los programas del Estado, en especial para la definición y evaluación de políticas públicas relacionadas con la administración de las tierras rurales  y urbana del país, así como para la adopción e implementación de decisiones en materia de planificación, ordenamiento territorial y manejo ambiental. 
6. Fijar de manera razonable y para efectos impositivos el avalúo catastral de los bienes inmuebles de conformidad con los criterios establecidos en la ley  y la observancia de los principios constitucionales de  justicia y equidad.
7. Colaborar con la administración de impuestos nacional, distrital departamental y municipal,  con miras a facilitar  el recaudo de los impuestos directos e indirectos que legalmente graven la propiedad raíz, en .concordancia con los principios constitucionales de equidad, eficiencia y progresividad que rigen el sistema tributario.
8. Prestar los servicios de información relacionada con los bienes inmuebles de manera ágil, veraz y  propendiendo para el efecto por el uso de medios tecnológicos.

ARTICULO 4. PRINCIPIOS DE LA FUNCION CATASTRAL Y CRITERIOS ORIENTADORES DE SU EJERCICIO. La función pública relacionada con la formación, actualización y conservación de los catastros del país se cumplirá con observancia de los principios de buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia, participación, publicidad, responsabilidad y transparencia de conformidad con el artículo 209 de la carta Política y 3 de la Ley 489 de 1998 o normas que la sustituyan o modifiquen, teniendo en cuenta además los siguientes criterios orientadores: 

1. El diseño, levantamiento de información, procesamiento y liquidación del avalúo catastral, deberán garantizar la confiabilidad, y verificación de los datos a fin de garantizando su integridad, autenticidad y confiabilidad.

           2. Todos los catastros del país, incluyendo los descentralizados, se sujetarán a las normas técnicas proferidas por el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI las cuales serán aplicables a todos los procesos catastrales de formación, actualización de la formación y conservación que lleven a cabo las autoridades catastrales en todo el territorio nacional,  y adelantará oportuna y periódicamente la revisión, análisis y verificación de tales procesos en las Oficinas de Catastro en todo el país. 
3. El INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI incorporará técnicas, sistemas y procedimientos tendientes a una valoración catastral veraz y razonable, y suministrará a las autoridades catastrales los parámetros para el efecto incluyendo métodos de valoración y depreciación de los terrenos y de las edificaciones, factores técnicos y económicos relevantes en cuanto a topografía, ubicación, descripción, equipamiento urbano, servicios públicos, vías de acceso, límites, tamaño, usos del suelo, clases de terreno y naturaleza de su destinación, tipos de construcción, la vetustez y estado de conservación de las edificaciones  y demás factores que incidan sobre la valoración o demérito de la propiedad inmueble. 

Igualmente, los procedimientos con sustento en los cuales se realicen los avalúos catastrales atenderán los aspectos socioeconómicos relacionados con la propiedad raíz, posibilitando que los avalúos resultantes, en cuanto bases gravables para efectos fiscales, respeten los principios de justicia y equidad, así como la capacidad  de contribución del propietario o poseedor del inmueble 

4. Las metodologías y factores con sustento en los cuales se practicarán los avalúos para la formación y actualización catastral, deberán ser informados por las autoridades catastrales al público, previamente a su aplicación. 

5. La determinación de los avalúos para formación y actualización catastral por parte de las autoridades catastrales, estará precedida en todo caso de la inspección física catastral de los inmuebles sobre los cuales versen. Los avalúos serán practicados con recurso humano técnicos e idóneo para el efecto.

6. Cuando las autoridades catastrales requieran del apoyo de terceros para la  realización de actividades relacionadas con la formación, actualización y conservación catastral, la respectiva contratación deberá surtirse con estricta observancia de los procedimientos de selección objetiva previstos en la ley 80 de 1993 y normas que la adicionen o sustituyan, debiéndose requerir la idoneidad profesional y técnica del recurso humano que destine el contratista para el efecto. En todo caso la entidad catastral deberá verificar la confiabilidad y calidad de la información levantada y procesada para efectos de las labores catastrales, sin perjuicio de la supervisión que deberá realizar el INSTITUTO COLOMBIANO AGUSTIN CODAZZI o entidad que haga sus veces.

7. El tratamiento y circulación de la información contenida en el catastro deberá sujetarse a lo dispuesto por el artículo 15 de la Carta Política y la ley estatutaria sobre habeas data, garantizando en todo caso el derecho de los propietarios y poseedores de los respectivos inmuebles a conocer, actualizar y rectificar la información que conste en el mismo. Las autoridades catastrales implementarán los medios tecnológicos necesarios que permitan el adecuado levantamiento, procesamiento, consulta e interrelación de la información para la identificación de los inmuebles.

8. Los actos administrativos que inicien y pongan fin a los procedimientos catastrales deberán ser notificados por las autoridades catastrales, de conformidad con las normas del Código Contencioso Administrativo. 

ARTICULO 5. FORMACIÓN, ACTUALIZACIÓN Y CONSERVACIÓN CATASTRAL

1. Formación catastral: Es el proceso y el conjunto de actividades por medio del cual se obtiene la información física, jurídica y económica de la totalidad o parte de los bienes inmuebles de un municipio o distrito.

2. Actualización catastral: Es el conjunto de operaciones y actividades destinadas a renovar total o parcialmente los datos de la formación catastral de un municipio o distrito.

La actualización catastral se puede adelantar en el momento que lo estime conveniente la autoridad catastral en periodos máximos de cinco (5) años. Entre los periodos de formación y actualización, los avalúos catastrales se reajustarán para vigencias anuales de acuerdo con un índice determinado por el gobierno nacional.

3. Conservación catastral: Es el conjunto de operaciones y actividades destinadas a mantener al día la información y los documentos catastrales de conformidad con los cambios que experimente el inmueble en sus características físicas, jurídicas y económicas. 

ARTICULO 6. AVALUO CATASTRAL.
Es el valor de los inmuebles estimado por los entes catastrales;  se determina objetivamente para cada predio y estará integrado por el valor catastral del suelo y el valor catastral de las construcciones, tomando como referencia valores comerciales.
ARTÍCULO  7. DETERMINACIÓN DEL VALOR CATASTRAL.

La determinación del valor catastral, se efectuará mediante la aplicación de la correspondiente investigación de valores comerciales empleando los métodos de comparación de mercado, análisis de rentas, con el apoyo de otros métodos y técnicas como los de costo de reposición, residual u otros utilizados en la valuación inmobiliaria universalmente aceptados, excluyendo las encuestas y sustentaciones basadas en un real saber y entender.
ARTICULO 8. CONCEPTOS QUE NO FORMAN PARTE DEL AVALUO CATASTRAL. Para efectos del avalúo catastral  como valor económico de referencia atribuido a los inmuebles para efectos fiscales, que difiere en un margen razonablemente menor de su valor comercial, no constituirán base para la determinación del avalúo de la formación, actualización o conservación catastral, ni se tendrán en cuenta para el efecto, sin perjuicio de los conceptos adicionales que por razones técnicas o de equidad establezca con carácter nacional el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI –IGAC, los siguientes:
a) Los inmuebles por destinación, la maquinaria agrícola e industrial  y los cultivos; 

b) El mayor valor por la utilización futura del inmueble en relación con el momento de la identificación predial en la formación, actualización o conservación catastral; 

c) Los valores histórico, artístico, afectivo, estratégico, "good will" y demás  valores subjetivos e Intangibles o de paisaje natural que pueda presentar un inmueble; 

c) Cuando los inmuebles se destinen al propio uso habitacional o económico de su titular, para efectos de su avalúo no se tendrá en cuenta el mayor valor que pueda constar en contratos traslaticios o no del dominio referidos a otros inmuebles  de similar naturaleza y características.

PARAGRAFO. La oferta y demanda del mercado inmobiliario no podrán fundamentar con carácter preponderante el avalúo de un inmueble. En todo caso, en las investigaciones y análisis estadístico del mercado inmobiliario que tengan incidencia para efectos del avalúo catastral, no se tomarán en cuenta las ventas que hayan tenido lugar en circunstancias extraordinarias y en las que se hayan fijado los precios bajo la influencia de condiciones particulares tales como venta entre parientes, expropiaciones, compras extraordinarias con fines especulativos o aquellas que incluyan valores subjetivos o intangibles de los inmuebles, entre otras;

 
ARTICULO 9. LIMITES AL AVALUO CATASTRAL. Para todos los efectos legales, regirán los siguientes límites respecto del avalúo catastral: 

1. El avalúo catastral de cada inmueble, resultante de los procesos de formación, actualización y conservación realizados por las autoridades catastrales, no podrá ser inferior al cuarenta por ciento ( 40%) de su valor comercial ni superior al setenta y cinco por ciento ( 75%) del mismo. En todo caso, cuando en virtud de autoavalúo o solicitud de revisión del interesado, el valor del avalúo catastral inscrito sea igual o superior al avalúo comercial vigente, la base para efectos fiscales será el setenta y cinco por ciento (75%) del mismo.

2. El avalúo determinado por la autoridad catastral resultante de actualización catastral, no podrá representar un incremento  superior al cincuenta por ciento ( 50%) del avalúo  de la formación o actualización anterior. Cuando se trate de pequeña propiedad rural, vivienda de interés social o de inmuebles destinados a casa de habitación que constituyan la única propiedad de su titular, el incremento no podrá ser superior al veinticinco por ciento ( 25%).

3. Si de la aplicación de las normas y procedimiento técnicos, resulta depreciación del inmueble, el avalúo  deberá ser tasado pudiendo ser inferior al  anterior sobre el cual versa la actualización.

4. Las autoridades locales competentes podrán adoptar las medidas pertinentes con el fin de que el incremento resultante de la actualización catastral se impute al avalúo del respectivo inmueble de manera diferida y escalonada durante los 5 años subsiguientes hasta completar el total del incremento arrojado, atendiendo los lineamientos establecidos para el efecto por el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI.

ARTICULO 10. PERIODICIDAD DE LOS AVALUOS PARA LA ACTUALIZACION DE LA FORMACION CATASTRAL. 

Con el fin de revisar los elementos físico y jurídico del catastro y eliminar las posibles disparidades en el avalúo catastral originadas en mutaciones físicas, variaciones de uso o de productividad, obras públicas, factores socioeconómicos o ambientales o condiciones locales de mercado inmobiliario, los catastros de todos los municipios del país deberán ser actualizados periódicamente por las autoridades catastrales, en concordancia con lo dispuesto en la presente ley. 

La actualización catastral podrá versar sobre todos los inmuebles ubicados en el respectivo distrito o municipio, o respecto de los ubicados en un sector o zona de la respectiva jurisdicción. 

La actualización se surtirá dentro de periodos máximos de 5 años, contados a partir de la fecha en la cual se termina la formación catastral o la anterior actualización de la formación.  

Concluido el período legal para adelantar la formación o actualización del censo catastral, no se podrán realizar reajustes ni aplicar incrementos a los avalúos y continuará vigente el último censo catastral hasta tanto se cumpla un nuevo acto de formación o actualización catastral del respectivo predio. El nuevo acto en todo caso no podrá entrar en vigencia antes de transcurridos cinco (5) años contados a partir de la formación o última actualización de la formación catastral del respectivo inmueble. 

ARTICULO 11. AUTORIZACION PARA APLAZAR LA VIGENCIA DE LOS CATASTROS ELABORADOS POR FORMACION O ACTUALIZACION. CATASTRAL. 
El Gobierno Nacional de oficio o por solicitud fundamentada de los Concejos Municipales, debido a especiales condiciones económicas o sociales que afecten a determinados municipios o zonas de éstos, podrá aplazar la vigencia de los catastros elaborados por formación o actualización, por un período hasta de un (1) año. Si subsisten las condiciones que originaron el aplazamiento procederá a ordenar una nueva formación o actualización de estos catastros

En el evento de que la vigencia fiscal de los avalúos elaborados por formación o actualización  de la formación fuera aplazada por el Gobierno de conformidad con lo establecido en el inciso anterior, continuarán vigentes los avalúos anteriores hasta que termine el aplazamiento o se pongan en vigencia fiscal los avalúos aplazados, o se realice y ponga en vigencia una nueva formación o actualización de la formación.
ARTICULO 12. AVALUOS EN LA CONSERVACION. La conservación catastral consiste en el conjunto de operaciones destinadas a mantener al día los documentos catastrales de conformidad con los cambios particulares que experimente el respectivo inmueble en sus aspectos físico, jurídico, económico, social ambiental y fiscal .La conservación se inicia al día siguiente en el cual se inscribe la formación o la actualización de la formación en el catastro, y se formaliza con la resolución que ordene la inscripción en los documentos catastrales de los cambios que se hayan presentado en la propiedad raíz.
Para efectos fiscales, durante el intervalo de conservación del catastro regirán los valores fijados por las autoridades catastrales a los inmuebles mediante el último avalúo de la formación o actualización, sin que haya lugar a re-avalúo o reajuste alguno de su valor por vía general, lo que implica la eliminación del reajuste anual automático de los avalúos catastrales durante el periodo de conservación catastral.

El avalúo del respectivo inmueble sólo podrá ser modificado por la autoridad catastral, a solicitud del interesado o en su caso de oficio, por cambios originados durante la conservación del respectivo inmueble cuando los mismos obedezcan las siguientes causas:  

1. Por cambios ocurridos en los límites de los predios, por agregación o segregación con o sin cambio de propietario o poseedor; 

 2. Por  nuevas edificaciones, construcciones, o demoliciones de éstas realizadas en el inmueble. 

 3. Por  la inscripción de predios o mejoras por edificaciones no declarados u omitidos durante la formación o la actualización de la formación del catastro. 

4. Por adoptarse el valor de las transacciones inmobiliarias como avalúo catastral cuando sea solicitado por el propietario con fundamento en el artículo 9o. de la Ley 14 de 1983 y la cuantía sea superior al avalúo catastral inscrito y vigente. 

5. Por adoptarse el autoavalúo realizado por el interesado  cuando se cumplan los requisitos legales y sea superior al avalúo catastral inscrito y vigente.

6. Por ajustes al avalúo de la formación o actualización, determinados en virtud de la solicitud de revisión presentada por el interesado cuando demuestre que el valor no se ajusta a las características y condiciones del predio, o excede los límites establecidos en la presente ley.

7. Por rectificación en la inscripción catastral del predio, ocasionada por errores en los documentos catastrales advertidos en cualquier momento, de oficio o a petición de parte. 

Para los fines de este artículo las autoridades catastrales podrán considerar las certificaciones expedidas por Alcaldes del lugar, con respecto a la mejoras o desmejoras ocurridas en los predios. En defecto de lo anterior las autoridades catastrales determinarán los respectivos avalúos cuando el propietario o poseedor no presente las pruebas requeridas, o si de éstas no puede deducirse el avalúo correspondiente, previa inspección catastral si fuere necesario.

ARTICULO 13. EFECTOS FISCALES DE LOS AVALUOS DE LA FORMACION, ACTUALIZACION Y CONSERVACION CATASTRAL.  Los avalúos resultantes de la formación, actualización de la formación, o de la conservación en su caso,  tendrán vigencia para efectos fiscales a partir del 1o. de enero del año siguiente a aquel en que fueron notificados mediante la publicación del acto de clausura e incorporación al registro catastral de conformidad con el artículo 63 del Código Contencioso Administrativo, o por correo tratándose de avalúos en conservación. Los avalúos de la formación o actualización de la formación tendrán una vigencia mínima de cinco (5) años para efectos fiscales. 

El avalúo resultante de la revisión solicitada por el interesado o de la rectificación de errores en los documentos catastrales advertidos en cualquier momento, previa aceptación del propietario o poseedor , tendrá alcance retroactivo y para efectos fiscales se entenderá que reemplaza el avalúo objeto de revisión o corrección desde la fecha en que éste haya sido inscrito en el registro catastral. 

ARTICULO 14. REVISION DEL AVALUO. El propietario o poseedor podrá obtener la revisión del avalúo en la Oficina de Catastro correspondiente, cuando demuestre que el valor no se ajusta a las características y condiciones del predio, o contraría los parámetros y límites establecidos en la presente ley. Dicha revisión se hará dentro del proceso de conservación catastral y contra la decisión procederán por la vía gubernativa los recursos de reposición y apelación.

El propietario o  poseedor deberá acreditar la condición que invoca y podrá presentar cualquier tipo de prueba sumaria para sustentar que el avalúo no se ajusta a las características y condiciones del predio, o el desconocimiento de los límites y parámetros previstos en la presente ley incluyendo planos, certificaciones de autoridades administrativas, certificados de entidades financieras, conceptos técnicos, declaraciones extrajuicio, contratos, hipotecas y similares, fotografías, aerofotografías, escrituras que comprueben hechos y existencia de mejoras o desmejoras de construcción, acciones y derechos materializados extrajudicialmente. 

Será prueba suficiente del valor comercial del inmueble el avalúo técnico realizado por peritos inscritos en las lonjas de propiedad raíz; el cual en ningún caso podrá ser exigido por las autoridades catastrales como condición para la procedencia del reclamo. 

En caso de revisión originada en incrementos del avalúo de la actualización catastral  superiores a los límites máximos establecidos en la presente, el interesado sólo estará obligado a elevar la solicitud manifestando los valores de los correspondientes avalúos, sin necesidad de adjuntar copia de los mismos.

Cuando la solicitud de revisión se presente ante la autoridad catastral competente antes del vencimiento del plazo para declarar y pagar el impuesto predial, y la decisión sea posterior a éste, se entenderá que la presentación de la solicitud interrumpe el término para la declaración y pago del impuesto, el cual se extenderá hasta cinco (5) días después de la ejecutoria de la decisión de la autoridad catastral. En caso de ser resuelta favorablemente la solicitud de revisión, para efectos del impuesto predial deberán concederse los descuentos previstos por pronto pago que procedieran y en el evento en que la reclamación no prospere, el pago deberá hacerse con las sanciones previstas para la extemporaneidad más los intereses por mora a que haya lugar. 

Dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobierno reglamentará lo pertinente para efectos de los restantes impuestos respecto de los cuales el avalúo catastral sea o forme parte de la base gravable de acuerdo con las normas legales, con el fin de precaver pagos de lo no debido.  

ARTICULO 15.  RACIONALIZACION DEL ACCESO JURIDICO FORMAL A LA TIERRA E INTERRELACION DE LA INFORMACION 
En concordancia con los artículos 58, 60 y 64 de la Carta Política, el Estado deberá facilitar el acceso jurídico formal a la tierra y a la información sobre la misma, con el fin de brindar transparencia y seguridad jurídica sobre las relaciones jurídicas derivadas de la propiedad inmueble rural y urbana, en beneficio de los particulares, la sociedad y el propio Estado, y en cumplimiento de tal deber:

1.Corresponderá de oficio al Estado el cumplimiento del trámite de inscripción en el registro de instrumentos públicos de las escrituras públicas, las resoluciones de adjudicación de inmuebles rurales proferidas por el INCODER o quien haga sus veces, las sentencias judiciales que impliquen cambios en los aspectos físicos o jurídicos de los inmuebles y en general de todo título de dominio adquirido de conformidad con las leyes, sin que para el efecto se requiera la iniciativa del particular interesado. 

El trámite oficioso de la tradición no exonera al particular del pago de los gastos legales e impuestos que se deriven del registro de conformidad con las normas legales. 

2. El catastro incluirá la información sobre propietarios, poseedores y tenedores a cualquier título de los bienes inmuebles. El Gobierno Nacional reglamentará la inclusión de tenedores en el Sistema de información de tierras.
3. Todos los inmuebles del país deberán identificarse con un número único predial, que será de común y obligatoria utilización por los catastros del país, las notarías, las oficinas de registro de instrumentos públicos, la administración de impuestos nacionales y las administraciones locales y en general por todas las entidades estatales y los particulares que cumplan funciones relacionadas con bienes rurales o urbanos. 

4. La información sobre los bienes inmuebles del país deberá comprender la que se produzca por todas las entidades estatales o los particulares que presten funciones públicas relacionadas, que sea relevante para la identificación física, jurídica, económica, social, ambiental y fiscal los mismos de forma veraz, completa, comprobable y comprensible
En consecuencia, es deber de Estado diseñar e implementar los sistemas y mecanismos técnicos y administrativos que garanticen la interrelación sistematizada, fluida y confiable de los catastros del país con las notarías, el registro de instrumentos públicos con el Registro de Instrumentos Públicos, las notarías, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural –Incoder, el Ministerio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales, los municipios y en general con la de todas las entidades estatales o particulares que de conformidad con la ley cumplan funciones que incidan en la correcta identificación de los inmuebles. 

5. Toda persona natural o jurídica, pública o privada, está en el deber de colaborar con las autoridades catastrales aportando los datos, informes o antecedentes que revistan trascendencia para la formación, conservación y actualización  del Catastro.

Para el cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, dentro de los seis ( 6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobierno Nacional expedirá las reglamentaciones necesarias, señalando los mecanismos para su implementación y la entidad encargada de su coordinación pudiendo dar prioridad en su implementación respecto de  los bienes rurales. 

ARTICULO 16. MODIFÍQUESE EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY 44 DE 1990, EL CUAL QUEDARÁ ASÍ:
Artículo  4º.- Tarifa del impuesto. La tarifa del Impuesto Predial Unificado, a que se refiere la presente Ley, será fijada por los respectivos concejos y oscilará entre el 1 por mil y 16 por mil del respectivo avalúo.

Las tarifas deberán establecerse en cada municipio de manera diferencial y progresiva, teniendo en cuenta:

a. Los estratos socioeconómicos; 

b .Los usos del suelo, en el sector urbano; 

c .La antigüedad de la formación o actualización del catastro;

d. El avalúo catastral como base gravable del impuesto

 A la vivienda de interés social, a los inmuebles ubicados en los estratos 1, 2 y 3 destinados al propio negocio de su titular y a la pequeña propiedad rural destinada a la producción agropecuaria se les aplicará la tarifa mínima del impuesto predial establecida en la presente ley. 

Las tarifas aplicables a los terrenos urbanizables no urbanizados teniendo en cuenta lo estatuido por la Ley 9 de 1989,  a los urbanizados no edificados, así como a las grandes extensiones rurales susceptibles de aprovechamiento que no desarrollen actividad productiva,  podrán ser superiores al límite señalado en el primer inciso de este artículo, sin que excedan del 33 por mil.

Parágrafo. Serán consideradas grandes extensiones para los efectos previstos en el presente artículo, los terrenos rurales que superen el número de hectáreas determinado por el respectivo Concejo municipal o distrital, teniendo en cuenta el área total rural de la respectiva entidad territorial.
ARTICULO 17. MODIFÍQUESE EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY 44 DE 1990, EL CUAL QUEDARÁ ASÍ:
Artículo  6º.- Límites del Impuesto. A partir del año en el cual entre en aplicación la formación catastral de los predios, en los términos de la Ley 14 de 1983, el Impuesto Predial Unificado resultante con base en el nuevo avalúo, no podrá exceder de la mitad del monto liquidado por el mismo concepto en el año inmediatamente anterior, o del impuesto predial, según el caso.

La limitación prevista en este artículo no se aplicará para los predios que se incorporen por primera vez al catastro, ni para los terrenos urbanizables no urbanizados o urbanizados no edificados, ni a las grandes extensiones rurales susceptibles de aprovechamiento que no desarrollen actividad productiva. Tampoco se aplicará para los predios que figuraban como lotes no construidos y cuyo nuevo avalúo se origina por la construcción o edificación en él realizada. 
ARTICULO 18. MODIFÍQUESE EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY 44 DE 1990, EL CUAL QUEDARÁ ASÍ:

Artículo 16º.- Facultad de eliminar el paz y salvo. Cuando los municipios adopten la declaración anual del Impuesto Predial Unificado, podrán eliminar el certificado de Paz y Salvo y establecer mecanismos de recaudo total o parcial a través de la red bancaria para dicho impuesto, así como para los impuestos de las corporaciones regionales a que se refiere el Capítulo II de la presente Ley.

Así mismo, el cobro de dichos impuestos podrá efectuarse conjuntamente con los correspondientes a servicios públicos. Por razones de eficiencia en el recaudo tributario, en concordancia con en artículo 338 de la Carta Política,  en los eventos en que el recaudo estimado del tributo sea inferior a los costos de su cobro, los Concejos Municipales y Distritales podrán autorizar a las autoridades competentes para prescindir del mismo.

Los concejos podrán establecer los plazos para la presentación de la declaración del Impuesto Predial Unificado y para cancelar las cuotas del respectivo impuesto.

ARTICULO 19. Para los efectos previstos en la ley 675 de 2001, se entenderá que los coeficientes de copropiedad de los edificios o conjuntos de uso residencial se calcularán de conformidad con los factores objetivos que establezca el respectivo reglamento de propiedad horizontal, sin que sea obligatorio su cálculo con base en el área privada construida de cada bien de dominio particular, con respecto al área total privada del edificio o conjunto.
ARTICULO 20. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga  los artículos 5, 6, 9, 10,  de la ley 14 de 1983 los artículos 8 y 10 de la ley 44 de 1990 y las normas que los hayan modificado o sustituido y demás normas que le sean contrarias. 
Honorables Senadores,
OSCAR DARIO PEREZ PINEDA

JAIRO CLOPATOFSKY GHISAYS

     Senador de la República


        Senador de la República


Senado de la República
PROYECTO DE LEY No,

¨POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN ALGUNAS PREVISIONES TENDIENTES  A EFECTIVIZAR LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURIDICA, JUSTICIA Y EQUIDAD EN LAS CARGAS LEGALES E IMPOSITIVAS DERIVADAS DE LA PROPIEDAD RAIZ, A FORTALECER EL CATASTRO COMO SISTEMA INTEGRAL DE INFORMACION DE TIERRAS Y SOPORTE PARA EFECTOS FISCALES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES¨

EXPOSICION DE MOTIVOS

La propiedad inmueble posibilita la realización de fines esenciales del Estado al constituir pilar del sistema económico y del desarrollo social del país que propicia condiciones necesarias para el trabajo, la vivienda y  la vida digna y se encuentra estrechamente relacionada con la efectividad de derechos constitucionales fundamentales, gozando de especial protección constitucional con miras a dotar de seguridad jurídica la relaciones derivadas de su tenencia y transferencia ( artículo 58 de la C.N), debiendo el Estado incentivar el acceso a la misma  ( artículo 60 C.N)) y promover el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios ( artículo 64 C.N)).

La misma se encuentra sometida a múltiples cargas legales e impositivas, que si bien tienen sustento en la función social y ecológica que está llamada a cumplir y en el deber general de contribuir con el financiamiento de  los gastos e inversiones del Estado, requieren, a la luz del Estado Democrático y Social de Derecho, y con miras a propiciar y facilitar su adecuado cumplimiento,  que se encuentren presididas por un marco legal razonable que permita conocer claramente de antemano el alcance de las obligaciones y el actuar de la administración respecto de las mismas ( artículos 1,3,6,121 y 122 C.N) y materializar los principios de seguridad jurídica, justicia y equidad (83, 95-9, 338, 363 C.N) asegurando así la vigencia de un orden justo como fin esencial del Estado ( artículo 2). 

Es así como, el principio de seguridad jurídica que el Estado está obligado a fortalecer y hacer respetar, como fundamento del Estado de Derecho, puede realizarse sólo si el alcance de las funciones de las autoridades administrativas y de las obligaciones que deben cumplir los particulares se encuentra precisadas de manera clara y precisa como reflejo del principio de legalidad entendido como  principio rector del ejercicio del poder en virtud del cual ¨no existe facultad, función o acto que puedan desarrollar los servidores públicos que no esté prescrito, definido o establecido en forma expresa, clara y precisa en la ley¨
.  Por su parte, en materia tributaria, el principio de legalidad se encuentra reforzado ( artículo 338 C.N) y ¨comprende distintas funciones: (i) no es solamente fruto de la exigencia de representación popular, sino que, además, (ii) corresponde a la necesidad de garantizar un reducto mínimo de seguridad a los ciudadanos frente a sus obligaciones, y (iii) representa la importancia de un diseño coherente en la política fiscal de un Estado.  


A su vez, el principio de legalidad se refleja en el derecho fundamental al debido proceso en materia administrativa ( artículo 29 C.N)  que debe anteceder la imposición de las cargas a los particulares y cuya observancia es la que permite presumir la legalidad de los actos administrativos.¨Siendo desarrollo del principio de legalidad, el debido proceso administrativo representa un límite jurídico al ejercicio del poder político, en la medida en que las autoridades públicas únicamente podrán actuar dentro de los ámbitos establecidos por el sistema normativo, favoreciendo de esta manera a las personas que acuden ante quienes han sido investidos de atribuciones públicas.
El derecho al debido proceso administrativo es definido como (i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal. El objeto de esta garantía superior es entonces (i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados. Este derecho se traduce en la garantía que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que el compromiso o privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos no pueda hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los mismos. Es entonces la garantía consustancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones. Si bien la preservación de los intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son un mandato imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a cabo una ponderación que armonice estos privilegios con los derechos fundamentales de los asociados¨. 

Igualmente, el principio de legalidad se encuentra estrechamente ligado con el de publicidad, que hace parte del derecho constitucional fundamental al debido proceso( artículo 29 C.N) es uno de los presupuestos de la democracia participativa colombiana  (Artículo 2º) y también constituye uno de los principios de la administración pública (Artículo 209) que propende por el conocimiento público de las actuaciones que desarrollen las autoridades. ¨El principio de publicidad plantea el conocimiento de las actuaciones judiciales y administrativas, tanto por los directamente interesados en ellas como por la comunidad en general.En el primer caso, el principio de publicidad se realiza a través de las notificaciones como actos de comunicación procesal; es decir, del derecho a ser informado de las actuaciones judiciales o administrativas que conduzcan a la creación, modificación o extinción de una situación jurídica o a la imposición de una sanción.  Y en el segundo caso, el principio de publicidad se realiza mediante el reconocimiento del derecho que tiene la comunidad a conocer las actuaciones de las autoridades públicas y, a través de ese conocimiento, a exigir que ellas se surtan con total sometimiento a la ley.  En este último evento, el principio de publicidad constituye una garantía de transparencia en la actuación de los poderes públicos y un recurso que permite las condiciones necesarias para el reconocimiento del derecho a controlar el ejercicio del poder.¨ 
Negrilla fuera de texto
Por su parte, la Constitución Política propende por la realización de la equidad, la justicia y la progresividad en materia tributaria, con disposiciones razonables y proporcionales, de tal forma que el legislador debe propender por su materialización. ¨La validez y eficacia del poder autónomo de configuración política reconocido al legislador en materia tributaria por la Constitución Política, no puede entenderse como una atribución absoluta carente de límites o restricciones. El ejercicio de dicha potestad, en los términos expuestos varias veces por esta Corporación, se somete, por una parte, al acatamiento de los principios constitucionales de igualdad, razonabilidad y proporcionalidad que se derivan del Texto Superior
[, y por otra, al objeto o propósito que delimita su alcance, esto es, a la obligación de propender por la realización de los mandatos de equidad, eficiencia, irretroactividad y progresividad en los que se debe fundar el sistema tributario
 (C.P. art. 338 y 363)¨ 
Resaltado fuera de texto

Así mismo, se encuentra obligado a considerar la capacidad económica del obligado, de conformidad con los conceptos de justicia y equidad que deben presidir el deber de contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado. ¨En cuanto al deber de la persona y del ciudadano de contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado, éste debe hacerse dentro de conceptos de justicia y equidad tal como lo dispone el numeral 9 del artículo 95 Superior, quedando claro  que dicha carga deber ser impuesta consultando las posibilidades económicas de los contribuyentes dado que esta exigencia constitucional tiene por objeto lograr un mayor grado de redistribución de la riqueza existente en nuestro país.¨
Resaltado fuera de texto
“[A]tendiendo a los principios constitucionales anteriormente referidos resulta claro que el poder impositivo del Estado debe tomar en consideración no sólo la misma situación fáctica en la que se encuentran determinados contribuyentes sino también su capacidad económica, buscando que terminen aportando al Estado quienes tienen una mayor obligación tributaria,  y logrando un mayor recaudo a los menores costos posibles tanto para las administración como para el contribuyente, para configurar una carga fiscal equitativa, igualitaria y justa”. 

Con miras a efectivizar los citados principios constitucionales en relación con las cargas legales y tributarias que pesan sobre la propiedad inmueble, y con respeto del principio de autonomía y descentralización de las entidades territoriales, mediante el presente proyecto de ley se establecen lineamientos y orientaciones generales que abordan:
1) Ajustes relacionados con aspectos catastrales

2) Modificaciones a la normatividad del impuesto predial

3) Otras medidas complementarias tendientes a fortalecer …
El marco regulatorio vigente de la función catastral  se encuentra en la Ley 14 de 1983, su Decreto Reglamentario No. 3496 de 1983 y la Resolución No. 2555 de 1988, de la Dirección General del Instituto Geográfico Agustín Codazzi que reglamentó los procesos de formación, actualización de la formación y conservación del catastro nacional, modificada parcialmente por las Resoluciones 133 de 1994, 570 de 1994,141 de 1995, 473 de 1997, 159 de 2004

           La ley 14 no refiere aspectos que para el caso son consustanciales a los principios de legalidad, justicia y equidad que deben presidir el deber de contribuir con los gastos e inversiones del Estado ( artículos 95-9 y 363 C.N) y que están llamados a ser fijados por el legislador nacional, no obstante el avalúo resultante de los procesos de formación, actualización y conservación catastral constituye la base gravable del impuesto predial y de otros impuestos y cargas legales del orden departamental y nacional
. 

          Es así como, a manera de ejemplo, pueden citarse los vacíos relacionados con el conocimiento público previo de la metodología y factores que se adopten para la realización del avalúo correspondiente a los terrenos y edificaciones que comprende el inmueble; la inclusión de los factores de demérito y depreciación de los inmuebles para efectos del avalúo catastral y sus actualizaciones; el margen de diferencia aceptable entre el avalúo catastral como determinación de un valor económico al bien referente para efectos impositivos, y el avalúo comercial del mismo; límites al incremento derivado de los avalúos de actualización catastral respecto del avalúo anterior del inmueble y consideración  de la capacidad contributiva del titular del bien 

 Al margen de la facultad otorgada al Instituto Colombiano Agustín Codazzi para proferir las normas técnicas para fines catastrales en todo el territorio nacional, la discresionalidad administrativa originada en los citados vacíos legales ha sido fuente permanente de controversia restándole legitimidad a las medidas de actualización adoptadas por los catastros municipales y distritales, más aún cuando han presentado incrementos en muchos casos superiores al 500%.

La ausencia de claridad en el alcance de las obligaciones que estarían llamados a asumir propietarios y poseedores del inmuebles, se suma a la ¨independencia¨ con que se ha concebido el avalúo catastral de los impuestos de los cuales es base gravable, de tal forma que aún en casos extremos de inequidad en el avalúo catastral, la carga tributaria derivada del mismo permanece incólume debiendo ser pagada por el contribuyente so pena de altas sanciones; debiendo aspirar a lo sumo a tramitar con posterioridad la devolución o imputación del saldo a favor del caso. 

Así mismo, existen previsiones que en la actualidad no se compadecen con los requerimientos sociales y la vigencia de un orden justo, siendo aconsejable su modificación con miras a adecuarlos a los márgenes de razonabilidad imperantes. Al coexistir la figura de la actualización periódica de los avalúos formados con la aplicación de un reajuste anual automático, en la práctica se ocasiona un crecimiento vegetativo del avalúo que no se compadece con la vocación que está llamado a cumplir. 

Al dotar al avalúo catastral de la vocación de base gravable de tributos, es claro que la indefinición o inequidades que se presenten en la normatividad catastral ocasionan una distorsión injustificada de la carga tributaria de los contribuyentes, afectando la seguridad jurídica y la confianza legitima en el actuar de las autoridades. En tal sentido, el principio de legalidad y la sujeción a los conceptos de justicia y equidad y capacidad de contribución al financiamiento de gastos del Estado no son mandatos de índole formalista que se puedan entender satisfechos con el señalamiento en la ley sobre impuesto predial de los elementos del tributo, cuando el avalúo catastral que le sirve de base gravable en sí mismo no se estructura de manera razonable y sobre reglas claras en materia catastral fijadas directamente por el legislador que le permitan a los particulares conocer claramente el actuar de la administración y el alcance de sus obligaciones, bajo el marco de justicia y equidad que señalan los mandatos de los artículos 95-9 y 363 de la Carta política, . 

La naturaleza del catastro como censo de los bienes inmuebles del país tendiente a su correcta identificación en los diferentes aspectos impone su tratamiento como sistema de información que comprende tanto la base de datos referidos en forma espacial,  como el conjunto de técnicas y procedimientos adecuados para la recolección, actualización, procesamiento y actualización de los datos; sin que tal naturaleza pueda ser desdibujada so pretexto del cumplimiento de uno de los varios propósitos que está llamado a realizar como es el de fijar el avalúo catastral para efectos fiscales. Por ello se hace necesario que el legislador, dentro de su cláusula general de competencia, establezca el alcance y las orientaciones generales en relación con ambos ámbitos del catastro, rescatando la naturaleza multipropósito que cumple de tal forma que, sin restarle importancia al soporte fiscal, le permita superar los sesgos de la concepción de catastro preponderantemente fiscal que en la práctica se le ha otorgado y que ha incidido negativamente en su desarrollo integral como sistema de información de tierras 

Así, en cuanto al aspecto catastral, mediante el presente proyecto de ley se pretende:

· Actualizar y ajustar la normatividad en materia catastral con el fin de fortalecer el catastro como sistema de información de tierras veraz, completa, comprobable y comprensible, con observancia de técnicas y procedimientos que permitan de manera transparente, confiable y eficiente la recolección, procesamiento y actualización de los datos que identifican en sus diferentes aspectos los inmuebles tanto urbanos como rurales, en el que el soporte fiscal es uno de sus varios fines; 
· Precisar el alcance de la función catastral en cuanto a sus efectos fiscales de tal forma que se propenda por su crecimiento moderado y sostenible; 
· Brindar seguridad jurídica a los particulares en cuanto a los derechos y obligaciones derivados de la tenencia y transferencia de bienes inmuebles, propendiendo por materializar el principio de capacidad contributiva del sujeto desde la integración misma de la base gravable de los impuestos; 
· Establecer parámetros y orientaciones generales en cuanto al avalúo catastral como base respecto de la cual las autoridades ejercerán su competencia tributaria, dentro de un marco de razonabilidad, legalidad, publicidad, justicia y equidad y con respeto de la autonomía de las entidades territoriales.

Por su parte con el respeto debido de la descentralización y autonomía de las entidades territoriales (artículo 1 C.P.), entre cuyos derechos básicos está el de "administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones" (artículo 287, numeral 3, en armonía con los artículos 294, 295, 300-4 y 313-4 C.P.) y de la protección constitucional conferida a los municipios en relación con la facultad de gravar la propiedad inmuebles ( artículo 317 C.P ), mediante el presente proyecto de ley se proponen algunos ajustes a la ley 44 de 1990, que constituyen lineamientos generales para que en la importante fuente de recursos locales derivada del impuesto predial se dote de eficacia los principios de seguridad jurídica, justicia, equidad y eficiencia tributaria, establecidos por la Carta Política, entendiendo que el legislador nacional debe propender en todo caso la materialización de tales principios.

Para tal efecto, en lo que respecta al impuesto predial, se pretende cumplir cometidos con alto impacto social que le imprimen legitimidad al tributo y por lo mismo redundan en beneficio de las arcas de las entidades territoriales al estimular el cumplimiento del gravamen, mediante ajustes parciales a la normatividad vigente tendientes a que implican revisar el limite de incremento del impuesto con miras a garantizar su eficacia desde el punto de vista de la protección a la confianza legitima  y a establecer lineamientos relacionados con capacidad contributiva del sujeto y la equidad para efectos de las tarifas del impuesto.
Por último, se proponen  otras disposiciones complementarias tendientes a promover el cumplimiento de las cargas legales sobre la propiedad raíz, dentro de un marco de razonabilidad tendientes a la racionalización del acceso jurídico formal a la tierra y a consolidar la interrelación de la información sobre la misma, así como a racionalizar exigencias relacionadas con los edificios y conjuntos de uso residencial sometidos al régimen de propiedad horizontal. 
ANTECEDENTES Y ASPECTOS NORMATIVOS GENERALES DEL AVALÚO CATASTRAL Y SU RELACIÓN CON EL IMPUESTO PREDIAL

El origen de la formación de un catastro nacional se encuentra en la Ley 78 de 1935
, cuyo reglamentario el Decreto 140 de 1935 creó el Instituto Geográfico Militar y Catastral -IGMC, dependiente del Estado Mayor General del Ejército, como organismo dedicado al levantamiento de la carta militar del país para estudios catastrales, el cual fue remplazado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, mediante Decreto 290 de 1957 a cargo de la dirección técnica y del control del catastro en todo el país con excepción de Medellín. 

En 1939 se unifican los sistemas y se organiza el catastro nacional: La Ley 62 de 1939  le entregó a la Sección Nacional de Catastro la tarea de deslindar y amojonar las entidades territoriales, y la Ley 65 del mismo año le atribuyó la dirección técnica y el control del catastro en todo el territorio nacional, con facultades para dictar normas sobre formación y renovación del catastro y determinar los factores que habrían de tenerse en cuenta para los avalúos de inmuebles. 

Con la expedición del Decreto 1301 de 1940, reglamentario de la Ley 65 de 1939, se constituyó el Estatuto Orgánico del Catastro Técnico, a partir del cual se desarrolló una metodología para la determinación del valor de los inmuebles llamada «Nivelación de Precios que implicaba  visitar cada uno de los predios para hacer la investigación económica. 

La Ley 128 de 1941 creó la sobretasa sobre el impuesto predial, para atender los gastos del levantamiento catastral y de las oficinas seccionales. 

Por su parte, el impuesto predial surgió en nuestro ordenamiento jurídico con la expedición de la ley 48 de 1887, siendo posteriormente objeto de algunas modificaciones mediante las leyes 1 y 4 de 1913. Su antecedente legal propiamente dicho es la Ley 20 de 1908 en la cual se le concede a los municipios la facultad de cobrar un impuesto sobre la propiedad raíz, cuya tasa no exceda del 2 por mil. El Decreto 227 del mismo año la reglamentó estableciendo los criterios de formación del catastro. Después se producen disposiciones como las leyes 4a de 1913, 34 de 1920, 94 de 193I Y 195 de 1936 en las cuales se fueron modificando las tarifas y señalando criterios diferenciales de tributación consolidándose como renta municipal únicamente a partir del año de 1951 por obra de los decretos legislativos 3185 y 4133. 

A partir de las recomendaciones de la Misión y con el objeto de elevar el nivel de los recaudos municipales, se expidió la Ley 14 de 1983, reglamentada por el Decreto 3496 de 1983 marcó una nueva etapa en materia de impuesto predial. en la que se regularon aspectos relativos a la formación y actualización del catastro, y se adoptaron medidas trascendentales en relación con el impuesto predial, al ordenar el reajuste del avalúo catastral en la proporción allí señalada y  autorizar a los contribuyentes para autoevaluar sus inmuebles. 

Entre las principales novedades del se destacan  las siguientes:  

Iii) Ordenó la actualización del avalúo catastral, reajustando en un 10% anual acumulado, año tras año, el último avalúo de los inmuebles, hasta por 15 años. Los predios rurales se reajustan en un 50% para el 83 y en un 100% para el 84.

ii) Facultó a los Concejos Municipales para fijar las tarifas del impuesto dentro de un rango entre el 4 y 12 por mil, , sin perjuicio de poder conservar las tarifas superiores que a la fecha de expedición de la ley estuvieran rigiendo. 

i) Consagró  un sistema de avalúo masivo denominado «Zonas Homogéneas Físicas y Geoeconómicas», que consiste en la identificación, a partir de variables físicas (uso del suelo, clima, vías), de zonas homogéneas ó similares en las que se realiza una investigación económica que permite establecer áreas con el mismo valor, denominadas zonas homogéneas geoeconómicas, estableciéndose así el valor en forma masiva y no puntual como se venía haciendo; 

ii) Creó un nuevo procedimiento catastral denominado actualización de la formación, como deber de las autoridades catastrales para corregir en forma masiva disparidades de los elementos físico, jurídico y económico en periodos de 5 años, estableciendo así el reajuste de los avalúos catastrales, La Ley 75 de 1986  extendió a 7 años, y posteriormente la ley 223 de 1995 nuevamente acogió el término de 5 años

v)Permitió en circunstancias especiales el aplazamiento de la vigencia del avalúo  catastral hasta por un año. De persistir las dificultades, el Gobierno ordenará una nueva formación o actualización. 

vi) Estableció el reajuste automático anual, de conformidad con los valores que el Gobierno Nacional determine a más tardar el3 I de octubre, sin que el reajuste pueda ser superior al incremento del índice de precios al consumidor entre el 10 de septiembre del respectivo año y la misma fecha del año anterior. 

Vii) Concedió facultades extraordinarias al Gobierno para establecer un sistema nacional integrado de los servicios de registro, catastro y liquidación del impuesto predial.  y 

viii) definió algunas sobretasas con destinación específica.

En 1988, la Resolución 2555  del IGAC reglamentó la Formación, Actualización de la Formación y Conservación del Catastro Nacional y se convirtió en la base normativa para el levantamiento del catastro nacional conjuntamente con la ley 14 de 1983 y su decreto reglamentario. .

La Ley 44 de 1990 estableció el impuesto predial unificado, mediante la fusión del impuesto predial, el de parques y arborización, el de estratificación socioeconómica y la sobretasa al levantamiento catastral, de tal forma que el impuesto predial unificado es de carácter municipal y excluye la posibilidad de establecer otros gravámenes que tengan como base el avalúo catastral  Entre los aspectos a destacar se mencionan los siguientes: 

i) Definió que la base del impuesto sería el avalúo catastral o el autoavalúo, una vez establecido el mecanismo de la declaración anual del Impuesto.  Los contribuyentes podrán presentar declaración de este impuesto en los municipios que así lo determinen y liquidar el tributo sobre el autoavalúo del predio que, en todo caso, no puede ser inferior al último avalúo catastral. 

ii) Modificó el rango de tarifas para situarlo entre el 1 y el 16 por mil, dejando la posibilidad de gravar con una tarifa de hasta el 33 por mil los lotes urbanizables no urbanizados. Para la definición de estas tarifas los Concejos municipales, y  de forma diferencial y progresiva, deberían tener en cuenta los siguientes criterios: a) el estrato socioeconómico; b) el uso del suelo en el sector urbano; y c) la antigüedad de la formación o actualización del catastro.

iii) Estableció límites al incremento del impuesto predial unificado: no puede exceder del doble del  monto liquidado por el mismo concepto en el año inmediatamente anterior. 

iv) la Ley señaló que al menos el 10% del recaudo del impuesto se destinaría a financiar un fondo de habilitación de vivienda de estrato bajo y a la adquisición de terrenos destinados a la construcción de vivienda de interés social

v) Con relación al valor de los avalúos catastrales, la Ley ordenó que el gobierno nacional, previo concepto del CONPES, debería fijar incrementos anuales que no fuesen ni inferiores al 70% ni superiores al 100% del IPC observado. 

Los criterios para efectuar los reajustes anuales de los avalúos catastrales fueron revisados por la Ley 242 de 1995, que introdujo el criterio de meta de inflación total
, y la Ley 101 de 1993, determina que para el  ajuste anual de los avalúos catastrales de los predios rurales dedicados a las actividades agropecuarias dentro de los porcentajes mínimo y máximo previstos en el artículo 8o. de la Ley 44 de 1990, el Gobierno deberá aplicar el índice de precios al productor agropecuario cuando su incremento porcentual anual resulte inferior al del Índice de Precios al Consumidor; 

Con excepción de los predios de la ciudad de Bogotá, cuya entidad catastral es independiente y autónoma en la determinación del incremento anual de los avalúos, para el año en curso se estima que el 98,23 por ciento de los predios del país se encuentran formados.

Para el caso del Distrito Capital de Bogotá, el Decreto-Ley 1421 de 1993 señaló que a partir del año gravable de 1994, la base del impuesto sería el valor que mediante autoavalúo estableciera el contribuyente, el cual no podría ser inferior al avalúo catastral del año inmediatamente anterior.

Posteriormente, para los contribuyentes del Impuesto Predial Unificado en el Distrito Capital la Ley 601 de 2000 establece que: i)  a partir del año fiscal 2000 la base gravable del impuesto predial unificado para cada año será el valor que mediante autoavalúo establezca el contribuyente, que deberá corresponder, como mínimo, al avalúo catastral vigente al momento de acusación del impuesto. Sin embargo, el contribuyente propietario o poseedor podrá determinar la base gravable en un valor superior al avalúo catastral, caso en el cual no procede corrección por menor valor de la declaración inicialmente presentada por ese año gravable. ii) Los propietarios o poseedores de predios a los cuales no se les haya fijado avalúo catastral deberán determinar como base gravable mínima el valor que establezca anualmente la administración distrital, conforme a parámetros técnicos por área, uso y estrato. Una vez se le establezca el avalúo catastral declararán de acuerdo con los parámetros generales de ésta ley. 

CONTENIDO DEL PROYECTO

I) EN CUANTO A LOS ASPECTOS CATASTRALES

Son múltiples las controversias que se han presentado en los municipios y distritos del país con ocasión de los avalúos de la formación y actualización catastral, ocasionando desmotivación fiscal, repercutiendo negativamente en el desarrollo social y económico local y poniendo en entredicho la propia legitimidad del ejercicio de  la función administrativa primordialmente por las siguientes razones: 

1)la inexistencia de reglas que permitan conocer con claridad a la ciudadanía la forma en que se estructura el avalúo y contar con certeza de que será realizado de manera transparente y confiable;

 2) el desequilibrio e injusticia tributaria derivado de la propia base gravable del impuesto predial y demás tributos a los cuales impacta el avalúo catastral,  bien sea por ser muy superior al avalúo comercial de los inmuebles, por presumir el incremento permanente del valor de la propiedad inmueble que no se compadece con la realidad del bien, por no evidenciarse la consideración de factores de depreciación o demérito, por utilizar metodologías de comparación que no resultan ser justas, por presentar crecimientos excesivos que terminan desconociendo la razonabilidad del tributo y la capacidad económica del propietario o poseedor del inmueble, entre otros. 

3) La ineficacia de las normas catastrales que posibilitan la solicitud de revisión de  los avalúos, y que adicionalmente carecen de alcance fiscal de manera simultánea, propiciando la asunción de cargas sin título jurídico válido y pagos de lo no debido

Adicionalmente se presentan deficiencias en los mecanismos para el acceso jurídico formal a la tierra y en la interrelación de la información, que afectan la seguridad jurídica sobre las transacciones inmobiliarias, especialmente relativas a bienes rurales, afectando la universalidad que debe caracterizar el catastro y la fuente de ingresos fiscales, especialmente la de las entidades territoriales con ocasión del impuesto predial.

Considerando que una de las funciones esenciales que cumple la labor legislativa del Congreso de la república es la de dotar de unidad y seguridad jurídica a la ciudadanía y a las propias autoridades administrativas que desarrollan las funciones públicas, precaviendo los conflictos mediante los ajustes normativos que sean necesarios, mediante el presente proyecto de ley se pretende atender la problemática mencionada mediante la adopción de las siguientes medidas:

1.1.NATURALEZA DEL CATASTRO COMO SISTEMA DE INFORMACIÓN DE TIERRAS Y SEÑALAMIENTO DE CRITERIOS ORIENTADORES DE LA FUNCIÓN PÚBLICA CATASTRAL Y DE LAS ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LOS PROCEDIMIENTOS DE FORMACIÓN, ACTUALIZACIÓN Y CONSERVACIÓN CATASTRAL COMO DESARROLLO DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD

Los retos contemporáneos en materia de información sobre tierras, de protección efectiva de los derechos a la propiedad, de certeza sobre los actos y negocios jurídicos inmobiliarios, y de consolidación y fortalecimiento de la autonomía de las entidades territoriales para el ejercicio de sus competencias constitucionales, aconsejan ajustes normativos a fin de que el legislador nacional reconozca el rol actual de catastro y fije unas bases mínimas para su desarrollo en aras de salvaguardar los principios y derechos constitucionales comprometidos, incluyendo los relacionados con el manejo de información y el ejercicio de la función pública catastral propendiendo así por la seguridad jurídica y la confianza legítima en el actuar de las autoridades que la desarrollan.

Tal como ya lo indican las autoridades en la materia ¨El catastro se define como un Sistema de Información de Tierras (SIT) basado en el predio, para el desarrollo económico y social, la administración de la tierra, la planeación urbana y rural, el monitoreo ambiental y el desarrollo sostenible. El catastro es uno de los pilares para la administración del recurso tierra urbano y rural, por cuanto representa la única base de datos con información detallada sobre los predios, su relación con el entorno y las personas. Procesos como la estratificación socioeconómica, el ordenamiento territorial, la titulación de tierras, la planeación del desarrollo y el impuesto predial tienen como insumo básico la información catastral, motivo por el cual no es concebible el desarrollo sostenible y económico sin el catastro. La base nacional del catastro a cargo del IGAC contiene las principales características económicas, jurídicas y físicas de los predios urbanos y rurales de la mayor parte del país, con excepción de los catastros descentralizados de Antioquia, Medellín, Bogotá y Cali.¨

Resulta ilustrativa la diferencia de los tipos de catastro, las cuales evidencian el carácter multipropósito del actual catastro, en contraposición al simplemente fiscal.

 El Catastro Fiscal. En términos generales, este tipo de catastro es aquel que tiene como objetivo principal y casi exclusivo el referido a la fiscalización del impuesto al valor del patrimonio predial, el que además por razones de rentabilidad económica trata de simplificar sus tareas de levantamiento de información, como su procesamiento y conservación.

Este tipo de catastro se inscribe en el tipo de catastros denominados demostrativos por cuanto la información que recoge es presuntiva, es decir, que presume veraz tanto la información proveniente de los autovalúos de la propiedad inmueble como de los cruces de información de trabajos de campo con la cartografía existente disponible.

El Catastro Multiuso El Catastro Multiuso, se diferencia del anterior por dos razones: La primera, porque utiliza formas de levantamiento más completas, es decir que, por sus objetivos, pasa de ser un catastro presuntivo como el anterior a ser un catastro del tipo jurídico en el aspecto fiscal puesto que comprueba en el sitio, mediante técnicas de levantamiento más laboriosas, las características reales del inmueble. Características que además se mantendrán para el avalúo de las propiedades. 

 La segunda porque sus propósitos son diversos a tal punto que podrían abarcar casi cualquier disciplina del conocimiento por tratarse de encuestas referidas a una unidad espacial mínima (a diferencia de los censos nacionales que tienen como unidad-objetivo áreas generalmente de demarcación política). 

El Catastro Multiuso, en todo caso contiene al Catastro Fiscal y le otorga mayor alcance y mayor precisión, por lo que es definido también como el objetivo final de un sistema de información catastral. ..un Catastro Multiuso bien planificado, con metas de corto, mediano y largo plazo debe necesariamente de otorgar resultados altamente positivos para cualquier administración municipal sea cual fuere su situación existente; resultados que básicamente se resumen en tres aspectos.

· Manejo de información actualizada y sistematizada de fácil utilización.  

· Organización administrativa, racionalizada y eficiente para las labores de planeamiento  

· Mayores y más estables ingresos para la Municipalidad, y por lo tanto mayores recursos para inversión en provecho de la comunidad, cumpliéndose con ésto además un principio de equidad en el caso de la tributación en función del valor inmueble acumulado. Ya que en áreas urbanas en buena medida, el valor inmueble responde a factores extrínsecos que son resultado de un desarrollo y esfuerzo comunal. ¨

Para tal efecto,  el presente proyecto de ley incluye las siguientes previsiones : 

1.1.1.Define la naturaleza y objetivos del catastro como sistema de información de tierras, precisando dentro de los mismos la fijación ¨razonable¨ del avalúo catastral para efectos impositivos, con observancia de los principios de justicia y equidad

En tal sentido incorpora la definición del catastro como sistema de información  integral sobre los bienes inmuebles urbanos y rurales ubicados en el territorio nacional, pertenecientes al Estado y a los particulares, con el objeto de lograr su correcta identificación física, jurídica, económica, social, ambiental y fiscal de forma veraz, completa, comprobable y comprensible, mediante la observancia de técnicas y procedimientos que permitan de manera transparente, confiable y eficiente la recolección, procesamiento y actualización de los respectivos datos. 
  Señalando dentro de sus objetivos el de “Fijar de manera razonable y para efectos impositivos el avalúo catastral de los bienes inmuebles de conformidad con los criterios establecidos en la ley  y la observancia de los principios constitucionales de  justicia y equidad”
1.1.2. Reconoce expresamente el tratamiento propio del habeas data que debe otorgársele al catastro en cuanto constituye una base de datos  protegida de conformidad con el artículo 15 de la Carta Política 

Tratándose de una base de datos inmobiliarios el tratamiento y circulación de la información en ella contenida debe sujetarse a lo dispuesto por el artículo 15 de la Carta Política y la ley estatutaria sobre habeas data, garantizando en todo caso el derecho de los propietarios y poseedores de los respectivos inmuebles a conocer, actualizar y rectificar la información que conste en el sistema.

Lo anterior, de conformidad con los pronunciamientos de la Corte Constitucional, que para el caso se refieren a continuación en sus apartes pertinentes:

¨…para la Corte, la recopilación y publicación de la información contenida en la base de datos de Catastro, está sometida a los principios de la administración de datos, precisamente por que la misma está conformada por datos personales mediante los cuales se asocia una realidad patrimonial con una persona determinada
. 

La Sala, al examinar en el caso concreto el poder de irradiación de estos principios como manifestación del derecho a la autodeterminación informática, encuentra que se presenta una vulneración de los derechos fundamentales del señor (xxxxx). Las razones son las siguientes: 

1.) En primer lugar, la conducta de Catastro no se ajusta al principio de libertad, bacilar en los procesos de administración de datos. Según este principio, la publicación y divulgación de la información, debe estar precedida de autorización expresa y libre de vicios del titular de los datos. Encuentra la Sala que, esta circunstancia no fue atendida por Catastro, quien procedió a la publicación de la base en la Internet, sin el consentimiento previo del señor (xxxxx). 

2.) En segundo lugar, la conducta de Catastro desconoce de manera indirecta el principio de finalidad, en cuanto que permite el acceso indiscriminado a la información personal del señor (xxxxx).a través de su publicación en la Internet. Para la Corte, el proceso de administración de datos personales debe obedecer a una finalidad definida de manera clara y previa, que en el caso de catastro se concreta en la posibilidad de acceso a la información predial en determinadas condiciones y por ciertas personas naturales o jurídicas. En este sentido, Catastro, al facilitar el acceso a información personal de manera indiscriminada, distorsiona la finalidad a la cual estaba llamada la base de datos, pues permite que extraños, sin intereses visibles, accedan a la información sin que sea posible ningún tipo de control por parte de sus titulares. 

3.) En tercer lugar, las condiciones de acceso indiscriminado a la información, aunque esta sea precaria, constituyen un riesgo cierto que debe ser evitado ante la posible elaboración de perfiles virtuales. Esta situación conduce a analizar el alcance del principio de individualidad. Según este principio, el Departamento Administrativo de Catastro, como administrador de datos personales, debe abstenerse de realizar conductas que faciliten el cruce de datos y la construcción de perfiles individuales. Nuevamente encuentra la Corte que, Catastro, con la 

publicación de información patrimonial del señor (xxx), al facilitar las condiciones para que la misma sea sumada a otra, con el concurso de diversas fuentes de información, vulnera su derecho a la autodeterminación informática. 

En conclusión, a partir de la inobservancia y desconocimiento de los principios de libertad, finalidad e individualidad, rectores de la administración de datos personales, la Sala considera lo siguiente: con la publicación de la base de datos sobre la información catastral de Bogotá en la Internet, tal y como está dispuesta, el Departamento administrativo de Catastro Distrital de Bogotá, vulnera el derecho fundamental a la autodeterminación informática…. En consecuencia, se torna indispensable conceder la tutela invocada y ordenar a la respectiva entidad que haga cesar la conducta vulneratoria del derecho, de tal forma que en adelante se abstenga de publicar, con posibilidad de acceso indiscriminado y sin el consentimiento previo y libre, información personal del señor….
Resaltado fuera de texto
Por su parte ¨en la Sentencia C-540 de 1996"*"] 
 se estudió la creación de un centro de recolección de datos que servirá de punto de apoyo para la tarea de fiscalización del debido cumplimiento de las obligaciones tributarias, centro a cargo de la DIAN que contiene la información de los contribuyentes, la de terceros y bancos, con colaboración de las Cámaras de Comercio, las instituciones financieras, las notarías, el Instituto de los Seguros Sociales, etc., para el ejercicio de dichas funciones.… el manejo de la información financiera que reposa en el centro debe  ceñirse a lo dispuesto en la misma sentencia SU-082 de 1995 de esta Corporación, en lo que concierne a la garantía de los derechos del titular del dato a conocer cuál es la información existente sobre él y a pedir su actualización y rectificación en caso de error o inexactitud. Por lo tanto, el desarrollo normativo sobre el manejo y recaudo de datos por parte del Centro Unificado de Información deberá respetar el núcleo esencial del derecho fundamental consagrado en el artículo 15 de la C.P.
Conforme a lo anterior, podemos indicar que de conformidad con lo previsto en el artículo 15 de la Constitución, el derecho a la intimidad excluye del tratamiento informático asuntos o informaciones que sólo conciernan a la vida privada del sujeto. Y, como ciertos datos de las personas pueden tener un tratamiento informático, y por lo tanto pueden ser recogidos, procesados y puestos en circulación a través de bancos de dato, en virtud del derecho fundamental del habeas data la persona puede mantener un control mínimo de los mismos, y es por ello que la Constitución le confiere el derecho a conocerlos, rectificarlos y actualizarlos, bien que hayan sido recogidos o reposen en archivos de entidades públicas o privadas,  así como autorizar su circulación.       

En materia tributaria y de conformidad con la Constitución, la Corte ha avalado el que la administración pueda exigir a los contribuyentes y no contribuyentes documentos privados, y por lo tanto pueda tratar y recolectar ciertos datos de las personas, siempre y cuando sean los estrictamente necesarios para los efectos financiero y fiscal, a fin de determinar las obligaciones tributarias y mantener su control, sin que ello implique necesariamente su regulación a través de una ley estatutaria. 

Adicionalmente, debe distinguirse cuando el dato se pone en circulación al interior del Estado, entre las entidades encargadas de recaudar los impuestos a fin de controlar la respectiva carga impositiva, lo cual no contraría la Constitución, siempre y cuando se respete el derecho de las personas de conocer, actualizar y rectificar tales datos, pero sin que deba mediar su autorización para ello pues se trata de la colaboración armónica que debe mediar entre los diferentes órganos del Estado con el fin de proteger el patrimonio público. Datos de las personas recolectados y procesados para fines tributarios, que por lo tanto no pueden circular por fuera del Estado con fines diferentes, es decir, la administración no puede ponerlos en circulación colocándolos en manos de particulares, so pena de contrariarse la Constitución.¨
 Resaltado fuera de texto
1.1.3. Concreta principios orientadores de la función catastral con miras a garantizar la publicidad, transparencia, confiabilidad y unidad de criterios de las actividades relacionadas con los procesos de formación, actualización y conservación catastral

 La función pública relacionada con la formación, actualización y conservación de los catastros del país se cumplirá con observancia de los principios de buena fe, igualdad, moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia, participación, publicidad, responsabilidad y transparencia de conformidad con el artículo 209 de la carta Política y 3 de la Ley 489 de 1998 o normas que la sustituyan o modifiquen, teniendo en cuenta además los siguientes criterios orientadores: 

· El diseño, levantamiento de información, procesamiento y liquidación del avalúo catastral, deberán garantizar la confiabilidad, y verificación de los datos a fin de garantizar su integridad, autenticidad y confiabilidad.

· Todos los catastros del país, incluyendo los descentralizados, se sujetarán a las normas técnicas proferidas por el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI las cuales serán aplicables a todos los procesos catastrales de formación, actualización de la formación y conservación que lleven a cabo las autoridades catastrales en todo el territorio nacional,  y adelantará oportuna y periódicamente la revisión, análisis y verificación de tales procesos en las Oficinas de Catastro en todo el país. 
· Las metodologías y factores con sustento en los cuales se practicarán los avalúos para la formación y actualización catastral, deberán ser informados por las autoridades catastrales al público, previamente a su aplicación. 

· La determinación de los avalúos para formación y actualización catastral por parte de las autoridades catastrales, estará precedida en todo caso de la inspección física catastral de los inmuebles sobre los cuales versen. Los avalúos serán practicados con recurso humano técnicos e idóneo para el efecto.

· Cuando las autoridades catastrales requieran del apoyo de terceros para la  realización de actividades relacionadas con la formación, actualización y conservación catastral, la respectiva contratación deberá surtirse con estricta observancia de los procedimientos de selección objetiva previstos en la ley 80 de 1993 y normas que la adicionen o sustituyan, debiéndose requerir la idoneidad profesional y técnica del recurso humano que destine el contratista para el efecto. En todo caso la entidad catastral deberá verificar la confiabilidad y calidad de la información levantada y procesada para efectos de las labores catastrales, sin perjuicio de la supervisión que deberá realizar el INSTITUTO COLOMBIANO AGUSTIN CODAZZI o entidad que haga sus veces.

· 7 Los actos administrativos que pongan fin a los procedimientos catastrales deberán ser notificados por las autoridades catastrales, de conformidad con las normas del Código Contencioso Administrativo
           1.2. ALCANCE DEL CONCEPTO DE AVALUO CATASTRAL COMO DETERMINACION DE UN VALOR ECONOMICO DE REFERENCIA PARA EFECTOS FISCALES Y LIMITES RAZONABLES PARA SU INCREMENTO, COMO MARCO RAZONABLE  QUE SALVAGUARDA LOS INGRESOS DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES DE MANERA SOSTENIBLE

Como punto de partida para efectos de garantizar los principios de seguridad jurídica,  equidad impositiva y la vigencia de un orden justo, se hace necesario precisar el concepto de avalúo catastral como base gravable para efectos fiscales. En tal sentido es pertinente  aludir a la naturaleza y vocación originaria de ésta figura, que precisamente por ello se diferenció del avalúo comercial de los inmuebles. 

Así, el Estatuto Orgánico Catastral contenido en el decreto 1301 de 1940:

*  Concibió el avalúo catastral de tal forma que permitiera fijar “equitativamente” la cuantía del impuesto predial

* El avalúo catastral no se entendió como el avalúo comercial de los inmuebles, sino con un valor económico de referencia para efectos fiscales. 

*  Se consideró como avalúo oficial ¨La determinación del valor venal de los inmuebles¨, esto es,  el valor que considera en primer lugar su calidad (valor intrínseco) y en segundo la oferta y demanda del mercado de las fincas raíces "valor de cambio" o coeficiente que expresa el valor intrínseco en relación al mercado de inmuebles.)

* La base gravable del impuesto predial estaría constituía por el avalúo oficial del inmueble, una vez deducido el porcentaje determinado por el Gobierno para cada región, con el objeto de tener en cuenta las futuras fluctuaciones del mercado, 

* Para efectos de la determinación del valor intrínseco y de cambio de los terrenos y edificaciones se contemplaron factores de depreciación precisando a su vez que no se tendría en cuenta ¨el valor estratégico que pueda presentar una construcción o un  inmueble para su avalúo¨.  Por su parte también se indicó que ¨en las investigaciones sobre transacciones de inmuebles, no se tomará en cuenta las ventas que hayan tenido lugar en circunstancias extraordinarias y en las que se hayan fijado los precios bajo la influencia de condiciones particulares (venta entre parientes, expropiaciones, compras extraordinarias con fines especulativos, etc.)¨

Los citados antecedentes de la figura del ¨avalúo catastral¨ permiten inferir claramente que su vocación para efectos fiscales no comportaba la aplicación del gravamen sobre el valor comercial de los inmuebles, sino sobre un valor razonablemente menor que además era disminuido en un porcentaje que lo hacía sostenible en relación con las fluctuaciones del mercado inmobiliarios y a la par permitía salvaguardar la equidad impositiva.

A diferencia de lo expuesto, la normatividad que se aplica en la actualidad no prevé ninguno de los parámetros garantistas antes referidos, y vía reglamentaria ha orientado el concepto de avalúo catastral hacia el valor comercial: 

Ley 14 de 1983, Artículo 4º.  A partir del 1 de enero de 1984 para los fines de la formación y conservación del catastro, el avalúo de cada predio se determinará por la adición de los avalúos parciales practicados independientemente para los terrenos y para las edificaciones en él comprendidas.

Los terrenos y las edificaciones, o las fracciones de área de unos a otros, en el caso que no fueren del todo homogéneos respecto a su precio, se clasificarán de acuerdo con las categorías de precio que defina el Gobierno Nacional en todo el país.

Decreto 3496 de 1983. Artículo 7°.
Avalúo Catastral. El avalúo catastral consiste en la determinación del valor de los predios, obtenido mediante investigación y análisis estadístico del mercado inmobiliario.  El avalúo de cada predio se determinará por la adición de los avalúos parciales practicados independientemente para los terrenos y para las edificaciones en él comprendidos.  

Las autoridades catastrales realizarán los avalúos para las áreas geoeconómicas, dentro de las cuales determinarán los valores unitarios para edificaciones y para terrenos.

Resolución IGAC 2555 de 1988. Artículo 6°. Avalúo Catastral.  Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 61, 90, 94 d, 101, 102, 114 y 118 de esta resolución, el avalúo catastral consiste en la determinación del valor de los predios, obtenido mediante investigación y análisis estadístico del mercado inmobiliario.  El avalúo catastral de cada predio se determinará por la adición de los avalúos parciales practicados independientemente para los terrenos y para las edificaciones en él comprendidos.

Parágrafo.  Conforme el artículo 11 de la Ley 14 de 1983, en ningún caso los inmuebles por destinación constituirán base para la determinación del avalúo catastral.
Teniendo en cuenta las inequidades y excesos que viene generando el enfoque de la normatividad actual, desdibujando el alcance del avalúo catastral, se considera necesario rescatar la filosofía de su naturaleza y parámetros originales, los cuales adquieren especial trascendencia a la luz de los principios y fines esenciales del Estado Social y Democrático de derechos consagrado en la Carta Política de 1991 como es la vigencia de un orden justo, el deber de contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad ( artículo 95-9) y  la equidad, la eficiencia y la progresividad como fundamentos del sistema tributario ( artículo 363).
Para tal efecto, mediante el presente Proyecto de ley se propone: 

1.2.1. Establecimiento de límites para efectos fiscales a la relación del avalúo catastral respecto del avalúo comercial. 

Se señala que el avalúo catastral de cada inmueble resultante de los procesos de formación, actualización y conservación realizados por las autoridades catastrales, no podrá ser inferior al cuarenta por ciento ( 40%) de su valor comercial ni superior al setenta y cinco por ciento ( 75%) del mismo. En todo caso, cuando en virtud de autoavalúo o solicitud de revisión del interesado, el valor del avalúo catastral inscrito sea igual o superior al avalúo comercial vigente, la base para efectos fiscales será el setenta y cinco por ciento (75%) del mismo.

El límite máximo del 75% propuesto además guarda relación con lo señalado por el artículo 90 del estatuto Tributario
 que establece para efectos fiscales un precio mínimo de enajenación para el caso de los inmuebles indicando en su inciso 4 que “ Si se trata de bienes raíces, no se aceptará un precio inferior al costo, al avalúo catastral ni al autoavalúo mencionado en el artículo 72 de este Estatuto.” Y en el último inciso a su vez indica que “Se entiende que el valor asignado por las partes difiere notoriamente del promedio vigente, cuando se aparte en más de un veinticinco por ciento (25%) de los precios establecidos en el comercio para los bienes de la misma especie y calidad, en la fecha de enajenación, teniendo en cuenta la naturaleza, condiciones y estado de los activos.”, siendo pertinente tener en cuenta lo señalado por la jurisprudencia constitucional al pronunciarse sobre esta norma:

“ …debe tenerse en cuanta la norma acusada establece unos límites al contribuyente para fijar libremente el precio de venta de un bien inmueble, sin distinción ni discriminación, afirmando que para efectos tributarios se tiene como valor comercial del bien, el costo fiscal, el avalúo catastral o el autoavalúo declarado para los fines del impuesto predial unificado. 

 … 

En este orden de ideas, la expresión que ahora se acusa como inconstitucional, establece una situación especifica para la enajenación de bienes inmuebles que no parece desproporcionada ni mucho menos inequitativa, simplemente, el legislador en uso de sus amplias facultades en materia tributaria determinó unos criterios a seguir para fijar el valor comercial de bienes raíces, señalando finalmente unos valores de referencia para efectos fiscales.

 

La expresión demandada no limita en ningún momento al contribuyente en su declaración de renta, el inciso 4 dispone que tratándose de la enajenación de bienes raíces no se podrá enajenarlos por un valor inferior a su costo fiscal, constituido en este caso por el valor comercial del inmueble. Es decir, contrario a lo manifestado por el actor, la norma no establece una base gravable mínima, sino que fija un precio mínimo de venta.

 …

Aunque la norma anterior a la ley 863 de 2003, ley 633 de 2000, artículo 127, consagraba una excepción a la regla de determinación del precio mínimo de venta de los bienes raíces en el evento en que el contribuyente demostrara mediante pruebas concretas, que el valor comercial de su predio era menor al costo, avalúo catastral o autoavalúo, la modificación introducida al artículo 90, también prevé esta posibilidad, al señalar que cuando el valor asignado por las partes difiera notoriamente del valor comercial de los bienes en la fecha de su enajenación, el precio del mismo será fijado de conformidad con la naturaleza, condiciones y estado de los activos. Asimismo, señala que para efectos de establecer el precio de venta, el valor asignado por las partes no puede distanciarse en más de un 25 % del valor comercial del bien. Es decir, se trata de un asunto de política legislativa para alcanzar los fines propuestos constitucionalmente en materia de tributación, sin que la primera de las opciones mencionadas sea la única posible conforme a la Carta Política.” 
 Negrilla fuera de texto
1.2.2. Reconocimiento del demérito y la depreciación de la propiedad inmueble dentro de los factores a considerar en las normas y procedimientos para la determinación de los avalúos adoptadas para todo el país por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi.

Con miras a realizar los principios de razonabilidad y proporcionalidad, se reconoce expresamente la depreciación de los inmuebles como factor a considerar en las metodologías con sustento en las cuales se realicen los avalúos por parte de todas las autoridades catastrales del país. 

En tal sentido se prevé que el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI, como autoridad técnica nacional,  incorporará técnicas, sistemas y procedimientos tendientes a una valoración catastral veraz y razonable, y suministrará a las autoridades catastrales los parámetros para el efecto incluyendo métodos de valoración y depreciación de los terrenos y de las edificaciones. 

Igualmente, los procedimientos con sustento en los cuales se realicen los avalúos catastrales atenderán los aspectos socioeconómicos relacionados con la propiedad raíz, posibilitando que los avalúos resultantes, en cuanto bases gravables para efectos fiscales, respeten los principios de justicia y equidad, así como la capacidad  de contribución del propietario o poseedor del inmueble 

Así mismo, se prevé que si de la aplicación de las normas y procedimiento técnicos, resulta la depreciación del inmueble, el avalúo  deberá ser tasado pudiendo ser inferior al  anterior sobre el cual versa la actualización.

1.2.3. Precisión de los conceptos que no deben hacer parte del avalúo para efectos fiscales

Para efectos de seguridad jurídica y conocimiento general se precisan los conceptos que no hacen parte del avalúo catastral para efectos fiscales. En tal sentido se recoge lo dispuesto de manera dispersa por las diferentes normas
 y adicionalmente se señalan otros conceptos que buscan atender las problemáticas de inequidad que se han venido presentando.

 Así, se indica que sin perjuicio de los conceptos adicionales que por razones de equidad establezca con carácter nacional el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI –IGAC, no constituirán base para la determinación del avalúo de la formación, actualización o conservación catastral,  ni se tendrán en cuenta para el efecto:

a) Los inmuebles por destinación, la maquinaria agrícola e industrial  y los cultivos; 

b) El mayor valor por la utilización futura del inmueble en relación con el momento de la identificación predial en la formación, actualización o conservación catastral; 

c) Los valores histórico, artístico, afectivo, estratégico, "good will" y demás  valores subjetivos e Intangibles o de paisaje natural que pueda presentar un inmueble; 

d) En las investigaciones y análisis estadístico del mercado inmobiliario que se tomen como referencia para efectos del avalúo catastral, no se tomará en cuenta las ventas que hayan tenido lugar en circunstancias extraordinarias y en las que se hayan fijado los precios bajo la influencia de condiciones particulares tales como venta entre parientes, expropiaciones, compras extraordinarias con fines especulativos o aquellas que incluyan valores subjetivos o intangibles de los inmuebles, entre otras;

 

e) Cuando los inmuebles se destinen al propio uso habitacional o económico de su titular, para efectos de su avalúo no se tendrá en cuenta el mayor valor que pueda constar en contratos traslaticios o no del dominio referidos a otros inmuebles  de similar naturaleza y características.

1.2.4. Consagración de límites razonables a los incrementos resultantes de la actualización catastral con miras a preservar la confianza legítima en el actuar de las autoridades

Con el fin de propender por que el avalúo catastral y sus incrementos se realicen dentro de un marco razonable y moderado que permita a las entidades  territoriales contar con una fuente sostenible de recursos y a la par brinde  alcance a los principios constitucionales de justicia, equidad y capacidad contributiva en la financiación de los gastos e inversiones del Estado en relación con el avalúo catastral en sus procesos de formación, actualización y conservación, como base gravable del impuesto predial y de los demás tributos, evitando incrementos desmesurados que adicionalmente desconocen la capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del tributo se consagran las siguientes previsiones: 

· El avalúo determinado por la autoridad catastral resultante de actualización catastral, no podrá representar un incremento  superior al cincuenta por ciento (50%) del avalúo  de la formación o actualización anterior. 

· Cuando se trate de pequeña propiedad rural, vivienda de interés social o de inmuebles destinados a casa de habitación que constituyan la única propiedad de su titular, el incremento no podrá ser superior al veinticinco por ciento (25%).

Es de anotar que los límites contemplados por el presente proyecto de ley para efectos del avalúo de la formación como del los incrementos resultantes del avalúo de la actualización catastral deben evaluarse en función de cada predio individualmente considerado evitando que con promedios termine desconociéndose el verdadero impacto del tributo sobre el sujeto que debe asumirlo.

1.2.5. Otras medidas tendientes a racionalizar el impacto social derivado de los incrementos fiscales con ocasión de las actualizaciones catastrales 

Con miras a garantizar los recursos fiscales  y a la par dotar de legitimidad social los incrementos tributarios derivados del aumento de la base gravable por actualización catastral, se contemplan herramientas que posibilitan a las propias autoridades locales a racionalizar su impacto. 

En tal sentido se señala que de conformidad con los lineamientos establecidos por el INSTITUTO AGUSTIN CODAZZI, las autoridades locales competentes podrán adoptar las medidas pertinentes con el fin de que el incremento resultante de la actualización catastral se impute al avalúo del respectivo inmueble de manera diferida y escalonada durante los 5 años subsiguientes hasta completar el total del incremento arrojado. 

1.3. DE LOS CONCEPTOS DE ACTUALIZACION Y CONSERVACION CATASTRAL, Y LOS AJUSTES NORMATIVOS TENDIENTES A EVITAR EL CRECIMIENTO VEGETATIVO DE LOS AVALUOS POR LA COEXISTENCIA DEL REAJUSTE ANUAL AUTOMATICO Y LOS AVALUOS DE ACTUALIZACION

Al coexistir la figura de la actualización periódica de los avalúos formados con la aplicación de un reajuste anual automático, en la práctica se ocasiona un crecimiento vegetativo del avalúo que no se compadece con la vocación que está llamado a cumplir de acuerdo con lo mencionado en el aparte anterior. 

Además de la confusión que puede originar la redacción de las normas, como se verá a continuación, es de anotar que:

· El reajuste anual de acuerdo con lo señalado por el Gobierno nacional para todo el país ( excepto Bogotá ), se está aplicando de manera automática y permanente, independientemente de los intervalos entre formación y actualización, con la única salvedad de los predios cuyo avalúo catastral haya sido formado o actualizado durante el respectivo año .

· Los avalúos de las actualizaciones de la formación catastral se practican sobre los avalúos ya reajustados anualmente, con lo cual la base termina siendo ¨artificialmente¨ incrementada, excediéndose con ello  la razonabilidad del avalúo para efectos tributarios.

· La presunción de un incremento en la valorización de la propiedad raíz implícita en el reajuste anual en un porcentaje establecido por el gobierno para los bienes urbanos y para los rurales de todo el país, termina siendo contraria a correcta identificación de los diferentes aspectos de los inmuebles que es el objetivo de la información catastral.

· La ¨conservación¨ catastral termina confundiéndose con la ¨actualización¨ catastral, al permitir el reajuste anual del avalúo en conservación

Por ello, se hace necesario clarificar aspectos relacionados con los conceptos de avalúo de actualización de la formación y avalúo en la conservación a fin de evitar crecimientos vegetativos  y adicionalmente precisar el alcance de la obligación de la actualización y la vigencia de la misma, dotando de certeza sobre el alcance de las obligaciones a los titulares de predios.

Lo anterior, teniendo en cuenta las deficiencias que presentan las normas que actualmente se aplican, y respecto de las cuales es pertinente tener en cuenta lo siguiente:

Las normas consagran tres tipos de actuaciones administrativas de naturaleza catastral para lograr la estructuración y vigencia de los avalúos:

1)El proceso de formación catastral pretende conseguir la información de un predio en sus aspectos físico, jurídico, fiscal y económico mediante el avalúo de la formación catastral, para las zonas homogéneas geoeconómicas según los valores unitarios que determinen las autoridades catastrales tanto para las edificaciones como para los terrenos, y culmina con la resolución que, de un lado, ordena la inscripción en el catastro de los predios que han sido formados y, de otro, establece que el proceso de conservación se inicia al día siguiente a partir del cual el propietario o poseedor podrá solicitar la revisión del avalúo, según lo señalado en el artículo 9o. de la Ley 14 de 1983.

2) la actualización de la formación catastral cuyo fin es renovar los datos de la formación catastral con base en los cambios en los aspectos físico y jurídico del catastro, eliminando cualquier inconsistencia en el económico por las alteraciones causadas por alteraciones físicas, variaciones de uso o de productividad, obras públicas o condiciones del mercado inmobiliario, y se concreta en el avalúo de la actualización de la formación catastral, el cual se obtiene de las correcciones operadas al avalúo catastral para eliminar las disparidades por esos cambios. Culmina con una resolución que ordena la renovación de la inscripción en el catastro de los predios sujetos a actualización y ordena que el proceso de conservación comienza al día siguiente, en el cual el propietario o poseedor podrán pedir la revisión del avalúo en los términos del artículo 9o. de la Ley 14 de 1983.

3) La conservación catastral permite mantener vigente la información de los documentos catastrales respecto de los cambios que presente la propiedad raíz en sus aspectos físico, jurídico, fiscal y económico. Comienza al día siguiente de la inscripción de la formación o la actualización de la formación del catastro ; allí resulta el avalúo de la conservación catastral y se formaliza con la resolución que ordena la inscripción en los documentos catastrales de esas transformaciones en los respectivos inmuebles.
Por su parte, debe recordarse que con  el propósito de fortalecer los fiscos municipales, el legislador dispuso en la Ley 14 de 1983, la actualización extraordinaria de los catastros que en ese entonces estaban exageradamente rezagados, mediante un proceso especial que se realizó en 1983.  Para este efecto  el  último avalúo  vigente se reajustó en un 10% anual acumulado, año  por año,  de  acuerdo  con  su antigüedad o  fecha.  El  período del reajuste fue de 15 años.  

Adicionalmente, la Ley 14 introdujo el concepto de incremento o ajuste anual automático, y en el artículo tercero estableció claramente que el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" y las Oficinas  de Catastro  de  Cali,  Medellín y  Antioquia,  son las entidades competentes para desarrollar las labores  de  formación,  actualización  y  conservación  de   los catastros,  tendientes  a  la  correcta  identificación física, jurídica, fiscal y económica de los inmuebles, y más adelante en el artículo quinto introdujo el concepto de periodicidad obligatoria de la actualización de la formación catastral. Este último artículo fue modificado por la Ley 223, así: 

LEY 223 DE 1995. Por la cual se expiden normas sobre racionalización tributaria  y se dictan otras disposiciones.

Art.  79.-  VALOR  DE  ENAJENACION  DE  LOS  BIENES  RAICES. 

…………..

Parágrafo  1.  “Formación y actualización  de  catastros.  El artículo 5 de la Ley 14 de 1983 y el artículo 74 de la Ley 75  de 1986, quedarán así:

Las autoridades catastrales tienen la obligación de formar los catastros o actualizarlos en todos los municipios del país dentro de  periodos máximos de cinco (5) años con el fin de revisar los elementos físicos o jurídicos del catastro originados en mutaciones físicas, variaciones de uso o de productividad, obras públicas o condiciones locales del mercado inmobiliario.

Parágrafo 2.  El avalúo catastral de los bienes inmuebles urbanos no podrá ser inferior al cuarenta por ciento (40%) de  su valor comercial.

Establécese  un  período de transición de  cuatro  (4)  años (1996-1997-1998 y 1999) para dar cumplimiento total a la presente norma.

Parágrafo Transitorio. Aquellos municipios que a 31 de diciembre de 1995 cumplan el periodo de siete (7) años,  que  no hayan  terminado la formación o actualización catastral,  tendrán un  plazo  adicional  hasta  el 31  de  diciembre  de  1996  para terminarla.” 

De otra parte, en el artículo 6 la ley  14 señaló:

Artículo 6º.  En el intervalo entre los actos de formación o actualización del catastro las autoridades catastrales reajustarán los avalúos catastrales para vigencias anuales.

Para calcular la proporción de tal reajuste se establecerá un índice de precios de unidad de área para cada categoría de terrenos y construcciones tomando como base los resultados de una investigación estadística representativa del mercado inmobiliario, cuya metodología deberá ser aprobada por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística.

El Gobierno Nacional determinará la proporción del reajuste para cada año a más tardar el 31 de octubre. Esta proporción no podrá ser superior a la proporción del incremento del índice nacional promedio de precios al consumidor que determine el Departamento Administrativo Nacional de Estadística para el período comprendido entre el 1 de septiembre del respectivo año y la misma fecha del año anterior.

Concluido el período de cinco (5) años desde la formación o actualización del catastro, no se podrá hacer un nuevo reajuste y continuará vigente el último avalúo catastral hasta tanto se cumpla un nuevo acto de formación o actualización del avalúo del respectivo predio.

El artículo 75 de la Ley 75 de 1986, modificó la anterior disposición, así:

"El artículo 6 de la ley 14 de 1983 quedará así:

En el intervalo entre los actos de formación o actualización del catastro, elaborado de acuerdo con los artículos 4 y 5 de la ley 14 de 1983, las autoridades catastrales reajustarán los avalúos catastrales para vigencias anuales, en un porcentaje no inferior al 40% ni superior al 60% de la variación del índice de precios de vivienda calculado y elaborado por el Departamento Nacional de Estadística –DANE-. El porcentaje será determinado por el Gobierno Nacional, antes del 31 de octubre de cada año, previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social-CONPES-.

Concluido el período de siete años desde la formación o actualización del censo catastral, no se podrá hacer un nuevo reajuste y continuará vigente el último censo catastral hasta tanto se cumpla un nuevo acto de formación o actualización del censo".

Sobre el particular la Resolución 2555 de 1988 señaló:

Artículo 114°. Reajuste de los avalúos en los intervalos entre Formación y Actualización de la Formación.  En el intervalo entre los actos de formación o actualización del catastro, elaborado de acuerdo con los artículos 4 y 5 de la Ley 14 de 1983, las autoridades catastrales reajustarán los avalúos catastrales para vigencias anuales.

Artículo 115°. Determinación del Reajuste.  El Gobierno Nacional determinará la proporción del reajuste para cada año antes del 31 de octubre, previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES).

Concluido el período legal para adelantar la formación o actualización del censo catastral, no se podrá hacer un nuevo reajuste del avalúo, y continuará vigente el último censo catastral hasta tanto se cumpla un nuevo acto de formación o actualización del censo del respectivo predio.

Por su parte, la ley 242 de 1995 que aludió al artículo 5 de la ley 14, señaló que el porcentaje del reajuste anual aplicable a partir del 1o. de enero de cada año, es el determinado por el Gobierno Nacional previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes). El porcentaje de incremento no podrá ser superior a la meta de inflación para el año en que se define el incremento, y en el caso de los avalúos catastrales de los predios rurales dedicados a las actividades agropecuarias, según la ley 101 de 1993,  el Gobierno deberá aplicar el índice de precios al productor agropecuario cuando su incremento porcentual rural resulte inferior al del índice de Precios al Consumidor.  

Jurisprudencialmente se ha indicado que la obligación de formar y actualizar los avalúos formados no es ¨cada¨ cinco años ( 7 cuando estaba vigente la ley 75 de 1986), sino ¨dentro del periodo¨ de 5 años y de manera cíclica, considerándose que durante el mismo es que debe aplicarse el porcentaje de reajuste anual señalado por el Gobierno, y una vez culminada  la actualización, no habría lugar a aplicar el porcentaje de reajuste rigiendo el avalúo de la actualización hasta que se ejecute un nuevo acto de actualización; lo que en últimas implica que haya lugar al reajuste anual automático de los avalúos en conservación.

¨A juicio de la Sala la expresión "en el curso" empleada en la norma transcrita significa que durante o dentro de un período de 7 años se puede hacer la formación o actualización del Catastro, esto es, desde el primer año hasta el último; es un plazo que la ley otorga a los Municipios para que formen o actualicen permanentemente el Catastro en ese término de 7 años.

Así también se colige del texto de artículo 89 de la Resolución 2555 de 1988, "POR LA CUAL SE REGLAMENTA LA FORMACIÓN, ACTUALIZACIÓN DE LA FORMACIÓN Y CONSERVACIÓN DEL CATASTRO NACIONAL", expedida por el IGAC, según el cual "La actualización de la formación catastral se debe realizar dentro de los períodos que señale la ley...".

Una observación preliminar sobre el tema impide considerar que la formación o actualización catastral solo puede hacerse al término de un específico plazo como el demandante lo plantea. 

La implementación del proceso catastral tiene como finalidad que los bienes inmuebles pertenecientes al Estado y a los particulares consten en un inventario o censo que periódicamente debe  actualizarse, en cuanto a la correcta identificación física, jurídica, fiscal y económica, según la definición que de CATASTRO trae el Decreto 3496 de 1983, reglamentario de la Ley 14 de 1983. Esa es la razón de ser del término de 7 años previsto en la norma en estudio, que en la Ley 14 de 1983 era de 5 años y en la Ley 223 de 1995 (artículo 79, parágrafo 1o) volvió a ser de 5 años.

Ahora bien, a objeto de establecer el alcance de las disposiciones citadas resulta oportuno que la Sala se remita a lo que establecía el Decreto 3496 de 1983, reglamentario de la Ley 14 de 1983 en torno a la actualización catastral y a los ciclos de formación o actualización, cuyos artículos 13 y 14, respectivamente, eran del siguiente tenor:

"ART. 13. ACTUALIZACIÓN DE LA FORMACIÓN CATASTRAL. La actualización de la formación catastral consiste en el conjunto de operaciones destinadas a renovar los datos de la formación catastral, revisando los elementos físico y jurídico del catastro y eliminando en el elemento económico las disparidades originadas por cambios físicos, variaciones de uso o de productividad, obras públicas o condiciones locales del mercado inmobiliario.

La actualización de la formación catastral se debe realizar dentro de un período máximo de cinco (5) años, a partir de la fecha en la cual se termina la formación de un catastro, de conformidad con lo establecido en el artículo 5º de la Ley 14 de 1983 y el artículo 11 del presente decreto.

La información obtenida y los cambios encontrados se anotarán en los documentos catastrales pertinentes. El proceso de actualización termina con la resolución por medio de la cual las autoridades catastrales, a partir de la fecha de dicha providencia, ordenan la renovación de la inscripción en el catastro de los predios que han sido actualizados y establecen que el proceso de conservación se inicia el día siguiente a partir del cual, el propietario o poseedor podrá solicitar la revisión del avalúo de acuerdo con el artículo 9º de la Ley 14 de 1983" (negrillas fuera de texto).

"ART. 14 CICLOS DE FORMACIÓN O ACTUALIZACIÓN-

Las autoridades catastrales tendrán la obligación de formar los catastros o actualizarlos en el curso de períodos de cinco (5) años, en todos los municipios del país, con el fin de revisar los elementos físico y jurídico del catastro y eliminar las posibles disparidades en el avalúo catastral originadas en mutaciones físicas, variaciones de uso o de productividad, obras públicas o condiciones locales de mercado inmobiliario.

Concluido el período de 5 años desde la formación o actualización del catastro, no se podrá hacer un nuevo reajuste y continuará vigente el último avalúo catastral hasta tanto se cumpla un nuevo acto de formación o actualización del avalúo del respectivo predio". 

Es preciso resaltar que esta última disposición alude en su título al proceso cíclico de la formación o actualización catastral y que la expresión "ciclo", de acuerdo con la primera acepción que de ella trae el Diccionario de la Real Academia Española, Vigésima Segunda Edición, denota: "Período de tiempo o cierto número de años que, acabados, se vuelven a contar de nuevo".

Como ya se indicó, el artículo 75 regula el reajuste anual del avalúo catastral que se produce durante el período de 7 años que tienen los Municipios para FORMAR O ACTUALIZAR el Catastro. Es decir, que en todo el transcurso de 7 años que dio la Ley 75 de 1986 para dicha labor catastral, el avalúo de los inmuebles sería reajustado en un porcentaje no inferior al 40% ni superior al 60% de la variación del índice de precios de vivienda calculado y elaborado por el–DANE-, en porcentaje determinado por el Gobierno Nacional, antes del 31 de octubre de cada año, previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social -CONPES-; y concluido dicho período ya no se podía hacer reajuste anual, sino que quedaba vigente el último censo catastral, hasta tanto se produjera un nuevo acto de formación o actualización. Tal es precisamente la razón por la cual a los períodos se les asigna un determinado número de años: 5 inicialmente (Ley 14 de 1983) 7 para el momento de expedición de los actos acusados (Ley 75 de 1986) y nuevamente 5, como máximo, en la actualidad (Ley 223 de 1995).

De acuerdo con el anterior enfoque, no resulta atendible el argumento de la demanda, según el cual lo que quiso decir el legislador fue que la formación o la actualización catastral, para la fecha de los actos acusados, debía efectuarse cada 7 años pues, las expresiones "en el curso" y "dentro", referidas a un determinado número de años, que utilizan las normas que conciernen a este asunto, lo que evidencian es que no hay que esperar el transcurso, culminación o extinción del período a que aluden para acometer una nueva formación o actualización y que, por el contrario, como ya se dijo, ello puede ocurrir en cualquier momento, dentro del período correspondiente, como lo plantea la demandada, bajo un entendimiento que, a juicio de la Sala, se aviene al texto y al espíritu de las normas antes reseñadas, el cual, además, deja claramente explicada la razón por la cual se fijan períodos máximos al deber de acometer los indicados procesos catastrales y el efecto que sobreviene cuando los mismos se vencen sin que la Administración actúe, como lo es el que irremediablemente deba aplicarse el último censo y no puedan operar los reajustes anuales del mismo.
Resaltado fuera de texto

Por ello, con miras a evitar el rezago de la información catastral y a la propiciar un marco de crecimiento razonable y moderado de los avalúos para efectos fiscales, se hace necesario distinguir la función y alcance fiscal de los avalúos que se realizan en cumplimiento de los procedimientos administrativos catastrales de formación, actualización, para lo cual se propone:

1.3.1. Precisar el concepto de avalúo en la conservación catastral, eliminando su reajuste anual automático
La naturaleza del catastro como sistema de información  integral sobre los bienes inmuebles urbanos y rurales ubicados en el territorio nacional, con el objeto de lograr su correcta identificación física, jurídica, económica, social, ambiental y fiscal de forma veraz, completa, comprobable y comprensible, mediante la observancia de técnicas y procedimientos que permitan de manera transparente, confiable y eficiente la recolección, procesamiento y actualización de los respectivos datos, impone la necesidad de eliminar los sesgos fiscalistas que distorsionan su cometido.

Tal es el caso que ocurre con la aplicación de un reajuste anual a los avalúos de la formación y actualización catastral durante el periodo de conservación, pues opera como una presunción que en últimas contraviene la ¨correcta¨ identificación de los inmuebles y no es concordante con el carácter multipropósito del catastro. 

*  ¨Conservar´ no implica ¨incrementar¨ como de hecho ocurre como consecuencia de la aplicación anual del porcentaje de reajuste (a partir del 1o. de enero de cada año),  determinado por el Gobierno Nacional previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes). 
* En la práctica no se ajusta a la realidad de todo el territorio nacional el presumir que el valor de la propiedad inmueble se incrementa de manera correlativa a la pérdida del valor adquisitivo de la moneda, determinada con el IPC, o a un porcentaje de éste. Luego la falta de correspondencia entre el incremento del valor de la propiedad raíz y la pérdida del valor adquisitivo de la moneda, termina ocasionando un incremento artificial y vegetativo de de la base del avalúo catastral, careciendo por tanto de veracidad de acuerdo con la realidad concreta, de legitimidad desde el punto de vista de la función que debe cumplir la ¨conservación¨ catastral, sin contar con las consecuencias adicionales que terminan  en últimas desvertebrando los principios de justicia y equidad impositiva.

Sobre el particular es pertinente recordar que el legislador no puede establecer presunciones que no obedezcan a las leyes de la lógica o de la experiencia, o que no persigan un fin constitucionalmente valioso. Ciertamente, cuando las presunciones aparejan la imposición de una carga adicional para una de las partes del proceso, es necesario que las mismas respondan, razonablemente, a los datos empíricos existentes y que persigan un objetivo que justifique la imposición de la mencionada carga. De otra manera, se estaría creando una regla procesal inequitativa que violaría la justicia que debe existir entre las partes y, en consecuencia, el derecho al debido proceso del sujeto afectado. 

En suma, para que una presunción legal resulte constitucional es necesario que la misma aparezca como razonable – es decir, que responda a las leyes de la lógica y de la experiencia -, que persiga un fin constitucionalmente valioso, y que sea útil, necesaria y estrictamente proporcionada para alcanzar el mencionado fin. 

* Para efectos de eliminar las disparidades en el elemento económico de los inmuebles originadas por cambios físicos, variaciones de uso o de productividad, obras públicas o condiciones locales de mercado inmobiliario, se contempla el procedimiento de avalúo de la ¨actualización¨ de la formación catastral, siendo el escenario con vocación para el efecto y de acuerdo con las metodologías y orientaciones establecidos en la ley.

Por ello, se considera necesario distinguir entre el avalúo de la ¨actualización¨ de la formación catastral y el avalúo en la ¨conservación¨, de tal forma que en éste caso los avalúos a que haya lugar sean los derivados de los cambios intrínsecos presentados por el respectivo inmueble 
, sin que proceda el reajuste general de los avalúos en conservación hasta tanto no se realice el acto de actualización de la formación catastral.

En tal sentido se precisa en el proyecto:

* La conservación catastral consiste en el conjunto de operaciones destinadas a mantener al día los documentos catastrales de conformidad con los cambios particulares que experimente el respectivo inmueble en sus aspectos físico, jurídico, económico, social ambiental y fiscal .La conservación se inicia al día siguiente en el cual se inscribe la formación o la actualización de la formación en el catastro, y se formaliza con la resolución que ordene la inscripción en los documentos catastrales de los cambios que se hayan presentado en la propiedad raíz.
* Se aclara que para efectos fiscales, durante el intervalo de conservación del catastro regirán los valores fijados por las autoridades catastrales a los inmuebles mediante el último avalúo de la formación o actualización, sin que haya lugar a revalúo o reajuste alguno de su valor por vía general, lo que implica la eliminación del reajuste anual automático el de los avalúos catastrales durante el periodo de conservación catastral.

* El avalúo del respectivo inmueble sólo podrá ser modificado por la autoridad catastral, a solicitud del interesado o en su caso de oficio, por cambios originados durante la conservación del respectivo inmueble cuando los mismos obedezcan las siguientes causas:  

1. Por cambios ocurridos en los límites de los predios, por agregación o segregación con o sin cambio de propietario o poseedor; 

 2. Por  nuevas edificaciones, construcciones, o demoliciones de éstas realizadas en el inmueble. 

 3. Por  la inscripción de predios o mejoras por edificaciones no declarados u omitidos durante la formación o la actualización de la formación del catastro. 

4. Por adoptarse el valor de las transacciones inmobiliarias como avalúo catastral cuando sea solicitado por el propietario con fundamento en el artículo 9o. de la Ley 14 de 1983 y la cuantía sea superior al avalúo catastral inscrito y vigente. 

5. Por adoptarse el autoavalúo realizado por el interesado  cuando se cumplan los requisitos legales y sea superior al avalúo catastral inscrito y vigente.

6. Por ajustes al avalúo de la formación o actualización, determinados en virtud de la solicitud de revisión presentada por el interesado cuando demuestre que el valor no se ajusta a las características y condiciones del predio, o excede los límites establecidos en la presente ley.

7. Por rectificación en la inscripción catastral del predio, ocasionada por errores en los documentos catastrales advertidos en cualquier momento, de oficio o a petición de parte. 

1.3.2 De la periodicidad de las actualizaciones catastrales  y  término de vigencia de las mismas
Con el fin de atender la problemática expuesta en este aparte, se señala que los catastros de todos los municipios del país deberán ser actualizados periódicamente por las autoridades catastrales, con el fin de revisar los elementos físico y jurídico del catastro y eliminar las posibles disparidades en el avalúo catastral originadas en mutaciones físicas, variaciones de uso o de productividad, obras públicas, factores socioeconómicos o ambientales o condiciones locales de mercado inmobiliario, precisándose lo siguiente: 

· La actualización catastral podrá versar sobre todos los inmuebles ubicados en el respectivo distrito o municipio, o respecto de los ubicados en un sector o zona de la respectiva jurisdicción. 

· La actualización se surtirá dentro de periodos máximos de 5 años, contados a partir de la fecha en la cual se termina la formación catastral o la anterior actualización de la formación.  

· Concluido el período legal para adelantar la formación o actualización del censo catastral, no se podrán realizar reajustes ni aplicar incrementos a los avalúos y continuará vigente el último censo catastral hasta tanto se cumpla un nuevo acto de formación o actualización catastral del respectivo predio; reiterando así la no aplicación del reajuste anual establecido por el Gobierno nacional. 

· Con miras a dotar de seguridad jurídica, se incluye una previsión en el sentido de que el nuevo acto en todo caso no podrá entrar en vigencia antes de transcurridos cinco (5) años contados a partir de la formación o última actualización de la formación catastral del respectivo inmueble. 

· Así mismo, a fin de finiquitar la confusión en cuanto a la naturaleza y forma de notificación de los actos de formación y actualización y el momento en que empiezan a regir se precisa que tendrán vigencia para efectos fiscales a partir del 1o. de enero del año siguiente a aquel en que fueron notificados mediante la publicación del acto de clausura e incorporación al registro catastral de conformidad con el artículo 43 del Código Contencioso Administrativo, o por correo tratándose de avalúos en conservación. Lo anterior teniendo en cuenta que los actos de formación y actualización son actos administrativos de carácter general, según lo ha indicado la Corte Constitucional que “Tratándose del avalúo catastral -de cuya formación, conservación o actualización depende la efectividad de los objetivos buscados con el  impuesto predial-, la legislación sobre la materia ha establecido un procedimiento que prescinde de la expedición de actos individuales dado que dicha actuación comprende el inventario general de un gran número de predios en sus aspectos físico, jurídico, fiscal y económico.”
y por ende procede su notificación de acuerdo con la forma prevista para el efecto por el Código Contencioso Administrativo, el cual en su artículo 43 señala que los actos de carácter general no serán obligatorios para los administrados mientras no hayan sido publicados en el Diario Oficial, o en el diario, gaceta o boletín que las autoridades destinen para este objeto o en un periódico de amplia circulación. Establece igualmente que en aquellos municipios en donde no exista órgano oficial de publicidad se podrá publicar los actos mediante la distribución de volantes, la fijación de avisos o por bando.
· Igualmente se prevé que el avalúo resultante de la revisión solicitada por el interesado o de la rectificación de errores en los documentos catastrales advertidos en cualquier momento, previa aceptación del propietario o poseedor, tendrá alcance retroactivo y para efectos fiscales se entenderá que reemplaza el avalúo objeto de revisión o corrección desde la fecha en que éste haya sido inscrito en el registro catastral. 

Por su parte, se conserva la posibilidad de aplazar la vigencia de los catastros elaborados por formación o actualización mediante autorización del Gobierno nacional por razones sociales y económicas. 

1.4. RACIONALIZACION DE TRÁMITES PARA EL DERECHO DE CONTRADICCION DEL AVALUO CATASTRAL Y RECONOCIMIENTO DE  INCIDENCIA FISCAL A LA REVISION DEL AVALUO DE LA FORMACION, ACTUALIZACION Y/O CONSERVACION CATASTRAL 

Con el fin de dotar de efectividad el ejercicio del derecho de contradicción respecto de los avalúos derivados de los procesos de formación, actualización y conservación catastral, como parte esencial del debido proceso reconocido por el artículo 29 de la Constitución Política en toda actuación judicial y administrativa, el presente proyecto de ley  incorpora previsiones que racionalizan las exigencias de la revisión y le brindan alcance fiscal a la solicitud de revisión tramitada ante las autoridades catastrales. 

Así, se señala que:

· El propietario o  poseedor podrá presentar cualquier tipo de prueba sumaria para sustentar que el avalúo no se ajusta a las características y condiciones del predio, o el desconocimiento de los límites y parámetros previstos en la presente ley 

· Será prueba suficiente del valor comercial del inmueble el avalúo técnico realizado por peritos inscritos en las lonjas de propiedad raíz; el cual en ningún caso podrá ser exigido por las autoridades catastrales como condición para la procedencia del reclamo. 

· En caso de revisión originada en incrementos del avalúo de la actualización catastral  superiores a los límites máximos establecidos en la presente, el interesado sólo estará obligado a elevar la solicitud manifestando los valores de los correspondientes avalúos, sin necesidad de adjuntar copia de los mismos.

· Cuando la solicitud de revisión se presente ante la autoridad catastral competente antes del vencimiento del plazo para declarar y pagar el impuesto predial, y la decisión sea posterior a éste, se entenderá que la presentación de la solicitud interrumpe el término para la declaración y pago del impuesto, el cual se extenderá hasta cinco (5) días después de la ejecutoria de la decisión de la autoridad catastral. En caso de ser resuelta favorablemente la solicitud de revisión, para efectos del impuesto predial deberán concederse los descuentos previstos por pronto pago que procedieran y en el evento en que la reclamación no prospere, el pago deberá hacerse con las sanciones previstas para la extemporaneidad más los intereses por mora a que haya lugar. 

· Dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobierno reglamentará lo pertinente para efectos de los restantes impuestos respecto de los cuales el avalúo catastral sea o forme parte de la base gravable de acuerdo con las normas legales, con el fin de precaver pagos de lo no debido.  

II) ASPECTOS RELACIONADOS CON LA NORMATIVIDAD DEL IMPUESTO PREDIAL

Con el respeto debido de la descentralización y autonomía de las entidades territoriales y de la protección constitucional conferida a los municipios en relación con la facultad de gravar la propiedad inmuebles, se proponen los siguientes ajustes parciales a la la ley 44 de 1990:
2. 1.  Revisión al límite de incremento del impuesto con miras a garantizar los principios de seguridad y confianza legítima
El límite contemplado en el artículo 6 de la ley 44 de 1990, según el cual ¨A partir del año en el cual entre en aplicación la formación catastral de los predios, en los términos de la Ley 14 de 1983, el Impuesto Predial Unificado resultante con base en el nuevo avalúo, no podrá exceder del doble del monto liquidado por el mismo concepto en el año inmediatamente anterior, o del impuesto predial, según el caso.¨ en la práctica ha legitimado incrementos que equivalen a un impuesto del 200% lo que razonablemente excede la carga previsible ordinariamente por los contribuyentes.

El legislador debe propender porque sus previsiones posibiliten la existencia del principio de confianza legítima en el actuar de la administración de tal forma que no sorprenda a los contribuyentes con incrementos desmesurados que impiden la planeación económica de sus presupuestos y actividades y exceden la carga tributaria que ordinariamente debe cumplir. “Así pues, en esencia, la confianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en un medio jurídico estable y previsible, en cual pueda confiar. Para Müller, este vocablo significa, en términos muy generales, que ciertas expectativas, que son suscitadas por un sujeto de derecho en razón de un determinado comportamiento en relación con otro, o ante la comunidad jurídica en su conjunto, y que producen determinados efectos jurídicos; y si se trata de autoridades públicas, consiste en que la obligación para las mismas de preservar un comportamiento consecuente, no contradictorio frente a los particulares, surgido en un acto o acciones anteriores¨.

Por ello se propone como límite razonable y garantista de la seguridad jurídica y del principio constitucional de confianza legítima fundamentado en la buena fe (artículo 83 C.P) que el impuesto no pueda exceder de la mitad del monto liquidado por el mismo concepto en el año inmediatamente anterior, o del impuesto predial, según el caso, y en tal sentido se formula la modificación al inciso primero del artículo 6 de la Ley 44 de 1990
2.2. Adición de lineamientos relacionados con capacidad contributiva del sujeto y la equidad para efectos de las tarifas del impuesto
Con sustento en los mandatos contenidos en los artículos 1, 95-9 y 363 de la constitución Política y en reiterada jurisprudencia constitucional según la cual “La tributación tiene que reparar en las diferencias de renta y riqueza existentes en la sociedad, de modo que el deber fiscal, expresión de la solidaridad social, tome en cuenta la capacidad contributiva de los sujetos y grupos y, conforme a ella, determine la carga fiscal, la que ha de asignar con criterios de progresividad, a fin de alcanzar grados cada vez mayores de redistribución del ingreso nacional.¨ 
, se proponen las siguientes modificaciones al artículo 4 de la Ley 44 de 1990:

* Al lado de los criterios relacionados con los estratos socioeconómicos; los usos del suelo, en el sector urbano y la antigüedad de la formación o actualización del catastro; que según la ley 44 deben fundamentar en cada municipio la fijación de las tarifas de  manera diferencial y progresiva, se considera pertinente incluir el avalúo catastral como indicativo de la capacidad de pago del respectivo contribuyente, reconociendo la correlación existente entre la misma y la base gravable del impuesto.

* Así mismo, con miras a realizar la justicia social y considerando que el el tributo debe fundarse en hechos reveladores de la capacidad del sujeto, se prevé que  la vivienda de interés social, a los inmuebles ubicados en los estratos 1, 2 y 3 destinados al propio negocio de su titular y a la pequeña propiedad rural destinada a la producción agropecuaria se les aplicará la tarifa mínima del impuesto predial establecida en la presente ley. 

*  El tratamiento otorgado por la citada norma a los terrenos urbanizables no urbanizados teniendo en cuenta lo estatuido por la Ley 9 de 1989,  a los urbanizados no edificados, cuyas tarifas podrán ser superiores al límite señalado en el primer inciso de este artículo, sin que excedan del 33 por mil, se extiende por razones de desarrollo socioeconómico y de igualdad a las grandes extensiones rurales susceptibles de aprovechamiento que no desarrollen actividad productiva, precisando que serán consideradas grandes extensiones para los efectos previstos en el presente artículo, los terrenos rurales que superen el número de hectáreas determinado por el respectivo Concejo municipal o distrital, teniendo en cuenta el área total rural de la respectiva entidad territorial.

2.3. Fomento de la eficiencia en el recaudo 

Se propone adicionar el artículo 16 de la ley 44 de 1990 precisando que  por razones de eficiencia en el recaudo tributario y en concordancia con en artículo 338 de la Carta Política,  en los eventos en que el recaudo estimado del tributo sea inferior a los costos de su cobro, los Concejos Municipales y Distritales podrán autorizar a las autoridades competentes para prescindir del mismo.

Lo anterior, en concordancia con lo precisado por la Corte Constitucional ¨Esta Corporación ha reconocido que los distintos instrumentos que adopta el legislador para hacer efectivo el recaudo de los tributos, apuntan a la realización del principio de eficiencia previsto en el artículo 363 de la Constitución Política. Al respecto, en sentencia C-1714 de 2000[*], la Corte determinó que el citado principio se manifiesta en dos vertientes, por una parte, en la eficiencia del tributo, que permite verificar el beneficio económico que se genera en los ingresos del Estado a partir de su exigibilidad, y por la otra, en la eficiencia del recaudo, que pretende medir la idoneidad de los medios utilizados para asegurar el cobro del tributo. En sus propias palabras, esta Corporación manifestó:

“Cuando se examina la eficiencia del sistema tributario se acude al principio constitucional consagrado por el artículo 363, del cual es viable deducir dos aplicaciones diferentes: la eficiencia del tributo y la eficiencia del recaudo. Ello quiere decir, que el examen del principio puede llevarse a acabo asumiéndolo como un elemento del tributo, o también, como un factor a tenerse en cuenta cuando se organizan los procesos de liquidación y recaudo del mismo. En el primer caso, el principio tiene un sentido eminentemente económico vinculado a la relación costo beneficio, de la cual se deduce la viabilidad o no de la creación o mantenimiento del  tributo. Si esa relación de proporcionalidad entre el costo de administración del tributo y el beneficio final que se deduce de él es positiva, el tributo es eficiente, de lo contrario será ineficiente. Para ilustrar esta aplicación puede ponerse, a manera de ejemplo, lo que ocurrió con el impuesto del papel sellado, cuya administración resultó tan onerosa frente a los ingresos que venía generando, que el Estado se vio en la necesidad de suprimirlo. Dentro de esta perspectiva también se alude a la eficiencia del tributo para señalar los efectos que éste tiene sobre la asignación de los recursos en la economía”. 

Al margen de la modalidad de eficiencia que se pretenda obtener por parte del legislador, la doctrina constitucional ha sido enfática en sostener que los principios superiores de razonabilidad y proporcionalidad resultan en todo caso plenamente exigibles. Así, en cuanto a la eficiencia del tributo, en sentencia C-1114 de 2004[, la Corte Constitucional declaró inexequible la reforma introducida al Estatuto Tributario, consistente en someter al régimen común del impuesto de I.V.A a las personas que tuviesen un local u oficina dentro de un centro comercial de más de veinte (20) unidades independientes, pues a juicio de esta Corporación, si bien dicha medida implicaba como beneficio económico obtener una mayor cobertura de responsables y de contribuyentes[*], la misma no se ajustaba a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, por cuanto no permitía en realidad medir la capacidad económica de los sujetos llamados a inscribirse en dicho régimen.   

De igual manera, en relación con la eficiencia del recaudo, esta Corporación en la citada sentencia C-1714 de 2000[*], al revisar la constitucionalidad de una norma que le negaba valor probatorio a los documentos que se presentasen ante las autoridades judiciales o administrativas, por el simple hecho de no haberse pagado el impuesto de timbre, las sanciones y los intereses correspondientes, determinó que la misma desconocía el ordenamiento Superior, al otorgarle un carácter superior a la eficiencia del recaudo del citado impuesto, como fin constitucional válido, frente a los derechos fundamentales que gozan en el Estado Social de Derecho de primacía constitucional (C.P. art. 5), tales como, los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. 

III) OTRAS DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TENDIENTES A PROMOVER EL CUMPLIMIENTO DE LAS CARGAS LEGALES SOBRE LA PROPIEDAD RAIZ, DENTRO DE UN MARCO DE RAZONABILIDAD

De manera complementaria, el presente proyecto de ley incorpora las medidas que a continuación se enuncian y justifican:

3.1 PREVISIONES TENDIENTES A LA RACIONALIZACION DEL ACCESO JURIDICO FORMAL A LA TIERRA Y A CONSOLIDAR LA INTERRELACION DE LA INFORMACION

Las deficiencias en universalidad del catastro e interrelación entre las diferentes instituciones competentes en materia de títulos, registro e inventario de inmuebles además de afectar las bases gravables del impuesto predial y la liquidación de impuestos basados en el patrimonio del contribuyente o la transferencia de la propiedad inmueble, evidencian un serio vacío sobre la protección de las relaciones jurídicas relacionadas con la propiedad inmueble cuya salvaguarda debe procurar el Estado en virtud del mandato constitucional ( artículo 58 C.N) y la seguridad jurídica como fin del Estado Social y Democrático de Derecho ( Artículos 1,2,3, 83 C.N) 

En efecto, al reconocer el catastro como sistema de información de tierras con diversos propósitos, incluido el fiscal, de forma correlativa, es necesario propender porque las disposiciones legales que son fuente para su configuración garanticen su universalidad, de tal forma que, de una parte,  sea factible el cubrimiento tanto de bienes urbanos como rurales y de las relaciones jurídicas que se presenten sobre los mismos y ,de otra,  toda la información necesaria para la identificación veraz de los mismos esté llamada a integrar el sistema de información.

Para tal efecto se propone mediante el presente proyecto de ley:

3.1.1. Convertir en oficioso en trámite de la inscripción de los títulos de propiedad en el registro de instrumentos públicos
Buena parte de los derechos de propiedad, especialmente sobre inmuebles rurales, no se encuentran formalizados mediante su inscripción en el registro de instrumentos públicos, y por ende, la información catastral sobre el elemento físico y jurídico carece de la suficiencia y veracidad que sería del caso.

En Colombia el registro es constitutivo, es decir que el derecho de propiedad se constituye mediante su inscripción en el registro. Las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos actúan bajo el principio de rogación de tal forma que las personas interesadas en formalizar sus derechos de propiedad deben acercarse a solicitar los servicios registrales, ya que la formalización de este derecho, demanda un título (escritura pública, resolución de adjudicación Incoder) y un modo de tradición (registro). 

 Sin embargo, el grueso de la población rural Colombiana, se siente respaldada con documentos privados (cartas-ventas), y en el mejor de los casos, con escrituras públicas o resoluciones de adjudicación del Incoder, y por ello no asisten a las Oficinas de Registro, lo que implica la informalidad del derecho de propiedad. Desde el punto de vista de la utilización económica de los predios, un título sin inscripción está marginado del mercado formal, lo cual afecta negativamente su valor de mercado y restringe las oportunidades para su explotación, sin contar con su impacto negativo sobre la fiabilidad de la información catastral y los recursos fiscales derivados del impuesto predial
Por ello, se dispone que corresponderá de oficio al Estado el cumplimiento del trámite de inscripción en el registro de instrumentos públicos de las escrituras públicas, las resoluciones de adjudicación de inmuebles rurales proferidas por el INCODER o quien haga sus veces, las sentencias judiciales que impliquen cambios en los aspectos físicos o jurídicos de los inmuebles y en general de todo título de dominio adquirido de conformidad con las leyes, sin que para el efecto se requiera la iniciativa del particular interesado. En todo caso se aclara que el trámite oficioso de la tradición no exonera al particular del pago de los gastos legales e impuestos que se deriven del registro de conformidad con las normas legales. 

3.1.2  Ampliar el Catastro a tenedores a cualquier título de los bienes inmuebles
Actualmente el catastro sólo contempla a propietarios y poseedores de bienes inmuebles, lo cual no permite reflejar las relaciones sobre la tierra especialmente en el sector rural. Por ello se señala que el Gobierno deberá reglamentar la inclusión de tenedores y ocupantes a cualquier título de bienes inmuebles.

3.1.3. Establecer como mandato perentorio la adopción del número único de identificación inmobiliaria
No existe un número de identificación común de predios entre el catastro y el registro de instrumentos públicos; no obstante que el decreto 1711 de 1984 así lo ordenó.
 La inexistencia del número común de identificación de inmuebles afecta notoriamente el intercambio de información entre catastro y registro presentándose casos en los que Catastro no tiene consignado el número de matricula inmobiliaria del predio y por tanto, aunque le llegue información, no puede identificar el predio objeto de modificación. Mientras que el Registro identifica los predios con el número de matrícula inmobiliaria, el Catastro lo hace a través del número catastral, sin que haya sido garantizada la referencia cruzada de tales números, por lo cual son frecuentes inconsistencias como las siguientes: .

• La existencia de una misma matrícula inmobiliaria para varios predios inscritos en Catastro;

• La existencia de predios inscritos en Catastro con más de una matrícula inmobiliaria;

• La existencia de duplicidad de folios de matrícula inmobiliaria;

• La existencia de predios inscritos en el Catastro o en el Registro que físicamente no existen;

• La existencia de predios inscritos en el Registro de imposible ubicación e identificación;

• La existencia de predios inscritos en Catastro sin referencia de matrícula inmobiliaria;

• La existencia de folios de matrícula inmobiliaria sin referencia de número catastral

• Diferencias en el Catastro y en Registro en las superficies de los predios inscritos.

Por ello, se indica en el proyecto que todos los inmuebles del país deberán identificarse con un número único predial, que será de común y obligatoria utilización por los catastros del país, las notarías, las oficinas de registro de instrumentos públicos, la administración de impuestos nacionales y las administraciones locales y en general por todas las entidades estatales y los particulares que cumplan funciones relacionadas con bienes rurales o urbanos. 

3.1.4. Consagración del deber estatal de diseñar e implementar los sistemas y mecanismos técnicos y administrativos que garanticen la interrelación sistematizada, fluida y confiable de los catastros del país con las notarías, el registro de instrumentos públicos con el Registro de Instrumentos Públicos, las notarías, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural –Incoder, el Ministerio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales, los municipios y en general con la de todas las entidades estatales o particulares que de conformidad con la ley cumplan funciones que incidan en la correcta identificación de los inmuebles. 

El intercambio de información de tierras a nivel institucional es débil entre las diferentes entidades que cumplen funciones relacionadas con los títulos, el registro y el inventario de bienes inmuebles, como son las notarías, las oficinas de registro de instrumentos públicos
, las oficinas catastrales,  el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural –Incoder
, sin contar con las entidades competentes en materia de planeación y reglamentación de los usos del suelo y manejo ambiental, como son el Ministerio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales y los entes territoriales 

Respecto al intercambio de información entre Catastro y Registro, los Registradores de Instrumentos Públicos están obligados a enviar a la Oficina de Catastro correspondiente, dentro de los diez primeros días de cada mes, la información completa sobre modificaciones de la propiedad inmueble ocurridas durante el mes anterior ; el objetivo es que las Oficinas Catastrales realicen la conservación del Catastro y registren en sus archivos los cambios que sobrevengan respecto de los elementos físico, jurídico o económico de los predios. 
Aún existiendo mandato legal desde el año 1939
 reiterado en normas posteriores
. para realizar la debida conexión ente las oficinas de registro de instrumentos públicos y el catastro, la interrelación de la información aún no se ha consolidado, aún siendo reiterado en normas posteriores
.

Según lo indica un estudio reciente
, el Decreto 1711 de 1984 ordenó que el Registro envíe la información jurídica al Catastro dentro de los diez primeros días del mes siguiente, sin embargo, este plazo no se ha cumplido; de hecho, en ocasiones la información no ha sido remitida. Por otro lado, como no ha habido una reglamentación respecto de los componentes de la información jurídica a remitir, los envíos del Registro no han sido uniformes. 

El Registro de la Propiedad en Colombia tiene su origen en 1874, fecha en que se adoptó el Código Civil Desde entonces hasta 1970, la inscripción se llevó a cabo a través de “libros, tomos, paginas”, en los cuales se iban inscribiendo los documentos en que se soportaban los derechos que recaían sobre la propiedad. El Decreto Ley 1250 de 1970 inicia el segundo sistema denominado “Folio Real”, por el cual las transacciones se realizaban en “cartulinas o folio real”. Finalmente, a comienzos de 1995se implantó el tercer sistema denominado “Folio Magnético”, con la sistematización de los folios de matricula inmobiliaria. De acuerdo con información de la Superintendencia, en la actualidad se han sistematizado 76 oficinas de registro. Las restantes oficinas (117) aún trabajan mediante el sistema de folio real de papel. Según un estudio financiado por el BID, no todas las propiedades estarían identificadas en uno u otro sistema, y se encontrarían conviviendo tres sistemas de inscripción en el Registro. Ello no sólo dificulta el manejo de la información, sino que ha venido generado errores en el proceso de inscripción (por ejemplo, predios sin matrícula, varías matrículas para un mismo predio, etc). 

Desde 1995, como parte del proceso de modernización del registro, se viene implementando el “Sistema de Integración del Registro” (SIR). Este proyecto tiene por objetivo llevar las 190 bases regístrales a una base de datos centralizada, para así poder realizar desde cualquier ciudad del país consultas a nivel nacional. Según la información pública a 2006 70 oficinas de las 190 estarían en el SIR, lo que equivaldría el 70 % de los folios de matrículas. Sin embargo el problema persiste, según los expertos, por cuanto es un grave inconveniente que no exista una interconexión entre las distintas oficinas de instrumentos públicos, porque para crear un dinámico mercado de tierras es necesaria la interconexión de las oficinas regístrales en una misma ciudad, e incluso la posibilidad que al menos se pueda consultar información a nivel nacional.

De otro lado, los bienes del estado inadjudicables por su carácter de uso público, son administrados por Minambiente, el cual tiene la facultad de constituir parques nacionales naturales, santuarios de fauna y flora, reservas nacionales naturales, vías parques y áreas naturales únicas. Actualmente el país cuenta con 49 de estas áreas de estricta protección; sin embargo, la información relacionada con el alinderamiento, características físicas y titularidad de estas áreas es precaria y la existente es excepcionalmente compartida con entidades como: Incoder, Registro y Catastro, ocasionando serios conflictos de derechos sobre la tierra. 

Por su parte, los municipios que han formulado y adoptado su respectivo Plan de Ordenamiento Territorial, han modificado sus áreas rural, urbana y de expansión urbana, así como su división veredal; sin embargo, esta información no es regularmente entregada a las Oficinas Catastrales y demás entidades, con lo que se pueden presentar casos de predios que en los archivos catastrales o de la Oficina de Incoder figuran como rurales, siendo que con la nueva reglamentación del POT, se encuentran ubicados en suelo urbano.

Para  efecto de solucionar la problemática expuesta, el proyecto establece que la información sobre los bienes inmuebles del país deberá comprender la que se produzca por todas las entidades estatales o los particulares que presten funciones públicas relacionadas, que sea relevante para la identificación física, jurídica, económica, social, ambiental y fiscal los mismos de forma veraz, completa, comprobable y comprensible
En consecuencia, se consagra expresamente como deber del Estado diseñar e implementar los sistemas y mecanismos técnicos y administrativos que garanticen la interrelación sistematizada, fluida y confiable de los catastros del país con las notarías, el registro de instrumentos públicos con el Registro de Instrumentos Públicos, las notarías, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – Incoder, el Ministerio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las Corporaciones Autónomas Regionales, los municipios y en general con la de todas las entidades estatales o particulares que de conformidad con la ley cumplan funciones que incidan en la correcta identificación de los inmuebles. 

Para el cumplimiento de las anteriores medidas se dispone que, dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobierno Nacional expedirá las reglamentaciones necesarias, señalando los mecanismos para su implementación y la entidad encargada de su coordinación pudiendo dar prioridad en su implementación respecto de  los bienes rurales. 

3.2 SE RACIONALIZAN EXIGENCIAS RELACIONADAS CON LOS EDIFICIOS Y CONJUNTOS DE USO RESIDENCIAL SOMETIDOS AL RÉGIMEN DE PROPIEDAD HORIZONTAL
Por último el proyecto de ley incluye una norma tendiente a ampliar el margen de decisión en los edificios y conjuntos de uso residencial sometidos al régimen de propiedad horizontal, posibilitando que de manera democrática y de acuerdo con el reglamento adoptado con observancia de la ley por la asamblea general, establezcan los factores determinantes de los coeficientes de copropiedad del respectivo edificio o conjunto, con lo cual se supera la obligatoriedad de adoptar el área como factor determinante de los mismos derivada del artículo 26 de la ley 675 de 2001
  

NORMATIVIDAD NACIONAL EN MATERIA CATASTRAL E IMPUESTO PREDIAL

ANTECEDENTES EN MATERIA DE CATASTRO

· LEY 65 DE 1939
·  DECRETO 1301 DE 1940
NORMATIVIDAD ACTUAL
· LEY 14 DE 1983Y SUS MODIFICACIONES
· DECRETO 3496 DE 1983
· LEY 44 DE 1990 Y SUS MODIFICACIONES
· DECRETO 2388 DE 1991
· RESOLUCIÓN 2555 DE 1988 Y SUS MODIFICACIONES
	RESOLUCIÓN 2555 


	1988 

 
	Formación, actualización de la formación y conformación del catastro nacional 

 

	Resolución 133 

 
	1994 

 
	Modifica el artículo 81 de la Resolución 2555 de 1988 

 

	Resolución 570 

 
	1994 

 
	Por la cual se modifica parcialmente la Resolución 2555 de 1988 

 

	Resolución 893 

 

 
	1994 

 
	Adiciona a los artículos 125, 126 y 140 de la Resolución 2555 de 1988 

 

	Resolución 141 

 

 
	1.995 

 
	Modifica el artículo 20 de la Resolución 2555 de 1988 

 

	Resolución 473 

 
	1997 

 
	Por la cual se modifica parcialmente la Resolución 2555 

 

	Resolución  159


	 2004
	Por la cual se modifica la Resolución 2555 

( deroga la Resolución 893 de 1994)


LEGISLACION COMPARADA 

EN RELACION CON EL CATASTRO INMOBILIARIO

	ESPAÑA

· Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario. 

· Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario 
· Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales


	MEXICO

· Ley de Catastro del Estado de Aguascalientes 

· Ley de Catastro Inmobiliario del Estado de Baja California 

· Ley de Catastro del Estado de Campeche 

· Ley General del Catastro y la Información Territorial para el Estado de Coahuila de Zaragoza 

· Ley de Catastro del Estado de Colima 

· Ley de Catastro del Estado de Chihuahua 

· Ley de Catastro para el Estado de Durango 

· Ley de Catastro Municipal del Estado de Guerrero 

· Ley de Catastro Municipal del Estado de Jalisco 

· Ley de Catastro del Estado de Michoacán 

· Ley de Catastro del Estado de Puebla 

· Ley de Catastro para el Estado de Querétaro Arteaga 

· Ley de Catastro para el Estado de Quintana Roo 

· Ley de Catastro del Estado de Sinaloa 

· Ley de Catastro para el Estado de Tamaulipas 

· Ley de Catastro del Estado de Yucatán 

· Reglamento Mexicano Ley del Catastro 
· Reglamento del Catastro Inmobiliario de Tecate (Baja California)


	COSTA RICA

· Ley del Catastro Nacional


	GUATEMALA

· Ley de Registro de Información Catastral 

· Ley del Impuesto Único sobre Inmuebles 
· Normas Técnicas para el establecimiento catastral


	PANAMA

· Ley del Catastro de Panamá 
· Ley 2, de 7 de enero de 2006 que regula las concesiones para inversión turística 


	ARGENTINA
· Ley Nacional de Catastro 
· Legislación de la Provincia de Santiago del Estero: 

· LEY Nº 6339. CATASTRO TERRITORIAL 

· REGLAMENTACION DE LA LEY PROVINCIAL DE CATASTRO TERRITORIAL N° 6339 

· LEY Nº 4079. AUTOEVALUO 

· DECRETO Nº 21/1974. REGLAMENTARIO LEY Nº 4079
· Ley de Catastro Territorial de la Provincia de Buenos Aires 

· Ley de Catastro Parcelario de la Provincia de Chubut 

· Ley de Catastro de la Provincia de La Pampa 

· Ley de Catastro Territorial de la Provincia de Misiones 

· Ley de Régimen de Catastro Provincial de Río Negro 

Decreto sobre Reglamentación Provincial de Mensuras


	CHILE

· Ley Nº 17.235 sobre Impuesto Territorial 

· Decreto Ley nº 830 sobre Código Tributario 
· Resolución Ex. Nº 169/2006 que fija valores de terreno 
· Circular del SII nº 10 sobre aplicación de ajustes al avalúo de terreno


	VENEZUELA

· Ley Orgánica del Poder Público Municipal 

· Normas Técnicas para la formación y conservación del Catastro Nacional 

· Ley de Registro Público y del Notariado 

· Ley de Tierras y Desarrollo Agrario 

· Ley de Geografía, Cartografía y Catastro Nacional 
· Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos


	PERU

· Reglamento Sistema Nacional Integrado del Catastro y su vinculación con el Registro de Predios 

· Sistema Nacional Integrado del Catastro y su vinculación con el Registro de Predios 
· Decreto Legislativo que modifica la Ley de Tributación Municipal


	URUGUAY

· Proyecto de Ley de Catastro


	PARAGUAY

· Ley 1053/83 de Catastro de la Ciudad de Asunción. 

· Ley 2551, que aprueba el contrato préstamo, a ser destinado al financiamiento del Programa de Catastro Registral (PROCAR). 

· Resolución nº 77 por la que se establece el método para clasificar en categorías las edificaciones. 

· Resolución nº 60 por la que se reglamenta el levantamiento catastral urbano. 

· Ley 1909/02 de Loteamientos. 

· Decreto 1265 que modifica el artículo 1 del Decreto 6418 sobre escala de arancel. 
· Decreto 12968/96 por el cual se aprueba el formulario "Certificado Catastral de Inmuebles". 

· Decreto 14956/92, por el que se definen las reglas técnicas para la formación y actualización del Catastro. 

· Ley 125/91 que establece el nuevo Régimen Tributario. 

· Ley 109/91 que modifica el Decreto-Ley Nº 15, que establece funciones y estructura orgánica del Ministerio de Hacienda. 

· Ley Orgánica Municipal. 

· Resolución 221 por la que se establecen materiales utilizados por los distintos tipos de construcciones y mejoras, a los efectos de la tipificación de las categorías de las edificaciones para los inmuebles ubicados en la capital y municipios del interior de la República. 
· Decreto Ley 51/52 de Impuesto Inmobiliario y otros Gravámenes sobre Bienes Raíces. 


	BRASIL

· Ley del Sistema Público de Registro de Tierras


	PORTUGAL

· Decreto-Ley nº 172/95 de 18 de julio, de Catastro Predial 



Honorables Senadores,

OSCAR DARIO PEREZ PINEDA

JAIRO CLOPATOFSKY GHISAYS

     Senador de la República


        Senador de la República

� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-710 de 2001


� CORTE CONSTITUCIONAL C 227 DE 2002


� CORTE CONSTITUCIONAL Sentencia C- 711 de 2001


� T 796 DE 2006


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-1114 de 2003


� Sentencia C-733 de 2003. M.P. Clara Inés Vargas Hernández


� En sentencia C-1114 de 2004 (M.P. Álvaro Tafur Galvis), esta Corporación al decretar la inconstitucionalidad de la norma del Estatuto Tributario que imponía a los dueños de un local u oficina dentro de un centro comercial de más de veinte (20) unidades independientes, la obligación de inscribirse como responsables del régimen común del impuesto a la ventas, señaló: “(...) así razón al señor Procurador cuando señala que resulta desproporcionado que el cumplimiento de este requisito -a saber, no tener el establecimiento de comercio, local u oficina en una construcción urbana de más de veinte unidades- se exija para poderse inscribir en el régimen simplificado. Derivar en efecto del cumplimiento o no de dicho requisito la consecuencia de la inscripción o no en el régimen simplificado de impuesto a las ventas -reservado a aquellas personas sin capacidad económica- cuando el mismo no permite medir esa capacidad implica la imposición de una carga que en tanto no atiende a la real situación del responsable del impuesto resulta desproporcionada.// Ha de concluirse entonces que el numeral acusado, si bien responde a una finalidad legitima no atiende a los presupuestos de razonabilidad y proporcionalidad a que se ha hecho referencia y por tanto vulnera el principio de igualdad”. 


Por ejemplo, en sentencia C-776 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), la Corte Constitucional al pronunciarse sobre la posibilidad del legislador de establecer el impuesto del I.V.A. frente a los productos de la canasta familiar, manifestó que: “Si bien el legislador dispone de un margen de configuración de la política tributaria y tiene la potestad de decidir qué bienes y servicios grava con el IVA o excluye de dicho tributo (art. 338 de la C.P.), el ejercicio de esta facultad no es ilimitado, como no lo es ninguna competencia en un estado constitucional, sino que debe respetar el marco constitucional en su integridad (artículo 1, 2, 3, y 4 C.P.).// Cuando se extiende la base del IVA para gravar bienes y servicios, que antes habían sido excluidos para promover la igualdad real y efectiva (art. 13 de la C.P.) en un Estado Social de Derecho (art. 1° de la C.P.), el legislador tributario vulnera los principios de progresividad y equidad que rigen el sistema tributario (art. 363 de la C.P. y art. 95-9 de la C.P.), interpretados en consonancia con el derecho fundamental al mínimo vital (arts. 1° y 13 de la C.P. en concordancia con el artículo 334 C.P.), si (i) de manera indiscriminada, sin el mínimo de deliberación pública en el seno del Congreso exigido por el respeto al principio de no tributación sin representación, se modifica un sistema tributario, (ii) con graves falencias tanto en el lado de los ingresos provenientes de tributos con diseño progresivo como (iii) en el lado del gasto encaminado a cumplir fines redistributivos, (iv) mediante la ampliación de la base del IVA a todos los bienes y servicios de primera necesidad (v) de los cuales depende ineludiblemente el goce efectivo del derecho al mínimo vital de un amplio sector de la población del país, dadas las insuficiencias de la red de protección social”. (Subrayado por fuera del texto original).


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C 543 de 2005


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C666 de 2006


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-261 de 2002. 


� El decreto 1301 de 1940 se ha considerado derogado tácitamente a partir de la ley 14 de 1983 y su decreto reglamentario.  


� El avalúo catastral o el autoavalúo  no inferior a éste en los municipios y distritos en que se haya adoptado la declaración privada del tributo, constituye la base gravable del impuesto predial sobre la posesión o propiedad de bienes inmuebles Adicionalmente entre otros incide  sobre  el cálculo del impuesto de renta y complementarios, el impuesto al patrimonio, la renta presuntiva, el impuesto de ganancia ocasional, los derechos notariales y registrales y el impuesto de registro y beneficencia, sin contar  con su relación con otras cargas fiscales que gravan el incremento del valor de los inmuebles como la plusvalía.





� No sobra referir que antes de 1930 existen los siguientes referentes de organización de catastro en el país:  La ley de 30 de septiembre de 1821 del Congreso de Villa del Rosario de Cúcuta, «catastro general del cantón» que el General Francisco de Paula Santander reglamentó en 1825 con una finalidad eminentemente fiscalista, dirigida a sostener la guerra de independencia. En 1908, con la expedición  del Decreto 1227 orientó la formación del catastro en toda la República y luego la Ley 4 de 1913  asignó a las Asambleas la facultad de reglamentar el impuesto sobre la propiedad raíz, éstas crearon su propia reglamentación catastral y sistema de avalúo y tasación -incluyendo metodologías y procedimientos-, lo que generó un catastro escrito fraccionado y desactualizado . 


� RAMOS RODRIGUEZ Liliana. LA MODERNIZACION DEL CATASTRO COLOMBIANO, Universidad de los Andes


� BANCO DE LA REPUBLICA. El impuesto predial en Colombia: evolución reciente, comportamiento de las tarifas y potencial de recaudo Ana María Iregui B.,Ligia Melo B.Jorge Ramos F.Bogotá, D.C., Diciembre de 2003





� ARTÍCULO 6o. Modificación del artículo 8o., de la Ley 44 del 18 de diciembre 1990. El artículo 8o. de la Ley 44 de 1990 quedará de la siguiente forma: 


"Ajuste anual de la base. El valor de los avalúos catastrales se reajustarán anualmente a partir del 1o. de enero de cada año, en un porcentaje determinado por el Gobierno Nacional previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes). El porcentaje de incremento no podrá ser superior a la meta de inflación para el año en que se define el incremento. 


En el caso de los predios no formados el porcentaje de incremento a que se refiere el inciso anterior, podrá ser hasta el 130% de la mencionada meta. 


PARÁGRAFO 1o. Este reajuste no se aplicará a aquellos predios cuyo avalúo catastral haya sido formado o reajustado durante ese año. 


PARÁGRAFO 2o. Si se presentan diferencias entre la meta de inflación y la inflación registrada por el Dane, que acumulen más de cinco puntos porcentuales en un solo año, el Gobierno Nacional podrá autorizar, previo concepto del Conpes un incremento adicional extraordinario". 





� INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI. Informe al Congreso de la República Julio de 2005 a junio de 2006 .Bogotá, julio de 2006





� Exposición de Motivos. Proyecto de Ley Uruguay….


          � En cuanto al concepto y alcance del catastro la ley 14 de 1983 se limitó a señalar en su artículo 3 ¨  Las autoridades catastrales tendrán a su cargo las labores de formación, actualización y conservación de los catastros, tendientes a la correcta identificación física, jurídica, fiscal y económica de los inmuebles¨, siendo su desarrollo eminentemente reglamentario, sin incorporación de principios rectores para su desarrollo.








� En efecto se trata de datos generales acerca de uno (y siempre el mismo) de los predios que figuren registrados con el número de identificación, lo que torna imposible, tanto la elaboración de un perfil del estado patrimonial real del titular del número de identificación, como la ubicación certera de todos los bienes registrados bajo dicho número.





� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T 729 de 2002


� M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 147 a 158 de la Ley 223 de 1995 (normas sobre racionalización tributaria).





� CORTE CONSTITUCIONAL C-981 de 2005


� Artículo 6°.  Serán objetivos principales del catastro: 


1.La determinación físico jurídica de los límites de la propiedad inmueble en beneficio de los propietarios.  


2El levantamiento de un inventario general o censo de la propiedad en la República.  


3.El establecimiento de la carta militar de país. 


4. La preparación de una reforma en los actuales sistemas de registro y matrícula de los bienes raíces; y 


5.La determinación del valor económico de la propiedad territorial, que permita conocer la riqueza inmueble del país y fijar equitativamente la cuantía del impuesto predial. 


� Artículo 83°.  La determinación del valor venal de los inmuebles, esto es,  el valor que considera en primer lugar su calidad y en segundo la oferta y demanda del mercado de las fincas raíces, se llamará “avalúo oficial”.   


Este avalúo del cual se deducirá un porcentaje que se señalará pro resoluciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para cada región, con el objeto de tener en cuenta las futuras fluctuaciones del mercado, será la base para la determinación del impuesto predial (Artículo 30 de la Ley 78 de 1935). 


� Artículo 94°.  No se tendrá en cuenta el valor histórico o estratégico que pueda presentar una construcción o un  inmueble para su avalúo. 


Artículo 95°.  Para obtener el valor venal de un inmueble, se determinará primero el  valor de calidad o "valor intrínseco" y luego su "valor de cambio" o coeficiente que expresa el valor intrínseco en relación al mercado de inmuebles. 


Parágrafo. En general, se determinará primeramente el valor intrínseco de los edificios o construcciones y en segundo lugar el de los terrenos. 


Artículo 96°.  El valor intrínseco de los edificios y construcciones en general  se obtendrá por la determinación sucesiva: 


1Del valor de construcción propiamente dicho, representado por el precio de costo de la construcción en el momento de su acabado, tomando como base los precios corrientes de los materiales utilizados, cuando se proceda a hacer el avalúo. 


2Del “valor de la forma de ejecución de los trabajos”, representado por un cierto porcentaje del “valor de construcción” propiamente dicho, y que depende de la calidad del trabajo, de la bondad de la fábrica, del confort de la construcción resultante de la arquitectura exterior e interior. 


3 Del “valor de las partes integrantes y accesorias” representado por el valor comercial de éstas en el momento del avalúo, tendiendo en cuenta su depreciación y la posibilidad de que queden fuera de servicio fácilmente. 


 Artículo 97°.  El valor de cambio de las construcciones será proporcional a la "vetustez" de la construcción y a su "estado de conservación".  Se tendrá en cuenta las condiciones geológicas que le puedan acarrear un perjuicio grave, tales como: asentimientos producidos desde la construcción, deslizamiento, etc. 


Artículo 102°.  El valor venal de los terrenos se obtendrá:  


1.Por el cálculo de su valor intrínseco, y 


2.Por el cálculo de su valor de cambio, que es inversamente proporcional a la distancia de los terrenos a los centros habitados y a las vías de comunicación. 


 Ambos valores se determinarán en puntos; y para transformarlos en dinero será necesario ejecutar una operación llamada "nivelación", en la forma indicada más adelante. 


Artículo 103°.  La determinación del valor intrínseco del terreno se llamará "Clasificación de las tierras"  y se obtendrá teniendo en cuenta los siguientes valores:  


Las “condiciones agronómicas”; formación geológica del subsuelo, particularidades mecánicas, químicas y físicas de la tierra vegetal, principales defectos del suelo. 


 Las “condiciones topográficas”: forma geométrica de la superficie, su orientación y su posición con respecto a la dirección de los rayos solares, a la dirección de los vientos, a la de ciertas vegetaciones que influyan sobre su productividad. 


Las “condiciones climatológicas”: hidrológicas (lluvias, aguas) caloríficas, sanitarias. 


 Las “condiciones de explotación”, facilidad de acceso a las diferentes partes del predio, y facilidad de obtener la mano de obra necesaria para las cosechas y de almacenamiento de las mismas. 


 Artículo 104°.  El Instituto Geográfico Militar y Catastral, de acuerdo con los organismos técnicos gubernamentales respectivos, establecerá una tabla de clasificación que exprese en puntos el valor intrínseco según la repercusión que tengan sobre la productividad del suelo las condiciones señaladas en el Artículo anterior.  


A determinado número de puntos, corresponderá una determinada clase de tierra.  El número de clases de tierra para todo el territorio de la República se determinará de acuerdo con los organismos técnicos mencionados. 


Artículo 105°.  El valor intrínseco de los terrenos se sumará el de sus partes integrantes y accesorias, representado por el valor comercial de éstas en el momento del avalúo, teniendo en cuenta su deterioro y estado de conservación. 


Tales partes serán: 


Las mejoras permanentes o construcciones establecidas tonel objeto: 


De preservar el suelo contra el efecto de factores naturales por medio de diques, presas, etc. 


 De modificar su estructura física, tales como avenamientos, irrigaciones, etc.  


De proteger los cultivos y retener los ganados, o sean las cercas en general. 


 2Los cultivos permanentes enumerados en le Artículo 68 del presente  Decreto bajo los números 2 a 10; y  


3.Las construcciones de poca importancia como ramadas, ranchos, etc. 


 Artículo 106°.  La nivelación se descompondrá en dos, así: nivelación principal y nivelación secundaria.  


Consistirá la primera en fijar los índices para el avalúo de los terrenos en cada municipio, y la segunda en el avalúo propiamente dicho. 


Artículo 107°. La  nivelación principal consistirá:  


En escoger la mejor y la más mala clase de tierra de un Municipio, en los puntos más alejados de los centros más habitados y de las vías de comunicación, para que no influyan estos factores sobre el valor intrínseco.  Tales terrenos por su situación tendrán un valor de cambio mínimo.  Mediante una investigación sobre las transacciones inmuebles que se hayan efectuado con los terrenos escogidos, se  determinará precio por Hectárea de estas dos clases de tierra en el momento del avalúo. 


En escoger un terreno situado en el centro urbano principal, que por su situación tendrá  un valor de cambio máximo y un valor intrínseco poco importante con relación al primero. 


 Mediante una investigación sobre las transacciones inmuebles que se hayan efectuado en el terreno escogido, se determinará el precio por hectárea de éste último. 


La diferencia entre el precio por hectárea del terreno urbano y el promedio de los precios por hectárea de las dos clases de tierra de que trata el punto 1, dará el máximo de variación del valor de cambio de los terrenos en el interior de un Municipio; cantidad que relacionada con las diferentes distancias del centro principal en el interior del territorio hacia la periferia, con las diferentes distancias a otros centros urbanos del territorio o próximos a éste, y con las distancias a las vías de comunicación; servirá para fijar el valor venal de los terrenos intermedios, atendiendo a su valor intrínseco y a su clasificación de acuerdo con el Artículo 88.    


Parágrafo I.  En general la operación se repetirá un cierto número de veces, tomando suelos que se encuentren en las mismas condiciones, para obtener un buen promedio. 


Parágrafo II.  El Instituto Geográfico Militar y Catastral hará cuadros o gráficos que den las variaciones de los precios: 


De los terrenos rurales con relación a su distancia al centro urbano principal y a otros centros urbanos y de las vías de comunicación; y 


 De los terrenos urbanos con relación de los diferentes sectores urbanos tales como: comercial, industrial, residencial, obrero y con respecto a las vías urbanas de comunicación y de unión entre los distintos centros urbanos del Departamento, de la Intendencia, de la Comisaría o del Municipio. 


 Artículo 108°.  En las investigaciones sobre transacciones de inmuebles, no se tomará en cuenta las ventas que hayan tenido lugar en circunstancias extraordinarias y en las que se hayan fijado los precios bajo la influencia de condiciones particulares (venta entre parientes, expropiaciones, compras extraordinarias con fines especulativos, etc.) 


Artículo 109°.  Conocidos los resultados de clasificación de tierras y de la nivelación principal, se procederá a la nivelación secundaria, o sea, el avalúo oficial de los terrenos en todo el territorio de un Municipio. 


Artículo 110°.  Los avalúos oficiales de los inmuebles se harán en cada Municipio por las Comisiones de Catastro de que trata el Artículo 13 del presente  Decreto. 


Artículo 130°.  Todos los avisos de que trata el Artículo anterior, recordarán los fines  que se propone alcanzar el catastro e invitarán expresamente o a los propietarios o a quienes se pretendan tales: 


A concurrir a las consultas del croquis de zona y de los boletines descriptivos, provistos de los títulos justificativos de su derecho y de su cédula  de ciudadanía; 


 A verificar los números de sus predios en el fichero provisional;  


A enterarse del avalúo oficial del inmueble; 


A presentar todos los reclamos u observaciones que crean necesarios en guarda de sus derechos. 


 Parágrafo.  Estos avisos recordarán igualmente los Artículos 135, 136 y 138 del presente  Decreto. 








� ARTICULO 90. DETERMINACIÓN DE LA RENTA BRUTA EN LA ENAJENACIÓN DE ACTIVOS. La renta bruta o la pérdida proveniente de la enajenación de activos a cualquier título, está constituida por la diferencia entre el precio de la enajenación y el costo del activo o activos enajenados. 


Cuando se trate de activos fijos depreciables, la utilidad que resulta al momento de la enajenación deberá imputarse, en primer término, a la renta líquida por recuperación de deducciones; el saldo de la utilidad constituye renta o ganancia ocasional, según el caso. 


El precio de la enajenación es el valor comercial realizado en dinero o en especie. 


<Inciso modificado por el artículo 57  de la Ley 863 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Se tiene por valor comercial el señalado por las partes, siempre que no difiera notoriamente del precio comercial promedio para bienes de la misma especie, en la fecha de su enajenación. Si se trata de bienes raíces, no se aceptará un precio inferior al costo, al avalúo catastral ni al autoavalúo mencionado en el artículo 72 de este Estatuto.


Cuando el valor asignado por las partes difiera notoriamente del valor comercial de los bienes en la fecha de su enajenación, conforme a lo dispuesto en este artículo, el funcionario que esté adelantando el proceso de fiscalización respectivo, podrá rechazarlo para los efectos impositivos y señalar un precio de enajenación acorde con la naturaleza, condiciones y estado de los activos; atendiendo a los datos estadísticos producidos por la Dirección General de Impuestos Nacionales, por el Departamento Nacional de Estadística, por la Superintendencia de Industria y Comercio, por el Banco de la República u otras entidades afines. Su aplicación y discusión se harán dentro del mismo proceso. 


Se entiende que el valor asignado por las partes difiere notoriamente del promedio vigente, cuando se aparte en más de un veinticinco por ciento (25%) de los precios establecidos en el comercio para los bienes de la misma especie y calidad, en la fecha de enajenación, teniendo en cuenta la naturaleza, condiciones y estado de los activos. 





� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-245 de 2006


            � RESOLUCION 2555 DE 1988. Artículo 64°. Valor Futuro del Inmueble.  Para el avalúo catastral no se tendrá en cuenta el mayor valor por la utilización futura del inmueble en relación con el momento de la identificación predial.


Artículo 65°. Valores subjetivos e Intangibles de los Inmuebles.  Para el avalúo catastral no se tendrán en cuenta los valores histórico, artístico, afectivo, "good will", y otros  valores intangibles o de paisaje natural que pueda presentar un inmueble.


DECRETO 1301 DE 1940. Artículo 94°.  No se tendrá en cuenta el valor histórico o estratégico que pueda presentar una construcción o un  inmueble para su avalúo. 


Artículo 108. En las investigaciones sobre transacciones de inmuebles, no se tomará en cuenta las ventas que hayan tenido lugar en circunstancias extraordinarias y en las que se hayan fijado los precios bajo la influencia de condiciones particulares (venta entre parientes, expropiaciones, compras extraordinarias con fines especulativos, etc.) 





	.Ver la Sentencia del Consejo de Estado del 26 de febrero de 1988, C.P. Dr. Simón Rodríguez Rodríguez.


� El artículo 75 de la Ley 75 de 1986, modificó la anterior disposición, así:"El artículo 6 de la ley 14 de 1983 quedará así:


En el intervalo entre los actos de formación o actualización del catastro, elaborado de acuerdo con los artículos 4 y 5 de la ley 14 de 1983, las autoridades catastrales reajustarán los avalúos catastrales para vigencias anuales, en un porcentaje no inferior al 40% ni superior al 60% de la variación del índice de precios de vivienda calculado y elaborado por el Departamento Nacional de Estadística –DANE-. El porcentaje será determinado por el Gobierno Nacional, antes del 31 de octubre de cada año, previo concepto del Consejo Nacional de Política Económica y Social-CONPES-.


Concluido el período de siete años desde la formación o actualización del censo catastral, no se podrá hacer un nuevo reajuste y continuará vigente el último censo catastral hasta tanto se cumpla un nuevo acto de formación o actualización del censo".





� CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION PRIMERA. Sentencia del veintitrés (23) de mayo de dos mil tres (2003)Consejero ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO. Radicación número: 47001-23-31-000-1995-04177-01(8441)


�  CORTE CONSTITUCIONAL. C-  981 de 2005


� La ley 14 de 1983 no define el concepto de avalúo de actualización y avalúo en la conservación; los cuales se precisan en la reglamentación así:


DECRETO 3496 DE 1983.Artículo 9°.Avalúo de la Actualización de la Formación Catastral. El avalúo de la actualización de la formación catastral es el  avalúo catastral corregido para eliminar disparidades provenientes de cambios físicos, variaciones de uso o de productividad, obras públicas o condiciones locales del mercado inmobiliario.


Artículo 10°. Avalúo en la Conservación. Una vez formado el catastro o actualizada la formación del catastro, las autoridades catastrales están obligadas a conservarlo o mantenerlo al día en todos sus aspectos.  


Los avalúos provenientes de cambios originados por conservación serán los que determinen las autoridades catastrales, para cuyo efecto tendrán en cuenta el valor de las transacciones inmobiliarias que aparezcan en las escrituras públicas registradas, o en su defecto, podrán considerar las certificaciones expedidas por el Alcalde Municipal o Corregidor Intendencial o Comisarial del lugar, o harán los avalúos cuando el propietario o poseedor no presente ninguna de las pruebas enumeradas, o si de las presentadas no puede deducirse el avalúo correspondiente.





Cuando en las escrituras figure un valor menor al avalúo catastral vigente, éste se mantendrá para efectos catastrales y fiscales.


Artículo 12°. Conservación Catastral. La conservación catastral consiste en el conjunto de operaciones destinadas a mantener al día los documentos catastrales de conformidad con los cambios que experimente la propiedad raíz en sus aspectos físico, jurídico, fiscal y económico. 


La conservación se inicia al día siguiente en el cual se inscribe la formación o la actualización de la formación en el catastro, y se formaliza con la resolución que ordene la inscripción en los documentos catastrales de los cambios que se hayan presentado en la propiedad raíz.


Artículo 13°. Actualización de la Formación Catastral. La actualización de la formación catastral consiste en el conjunto de operaciones destinadas a renovar los datos de la formación catastral, revisando los elementos físico y jurídico del catastro y eliminando en el elemento económico las disparidades originadas por cambios físicos, variaciones de uso o de productividad, obras públicas o condiciones locales de mercado inmobiliario.  


La actualización de la formación catastral se debe realizar dentro de un periodo máximo de cinco (5) años, a partir de la fecha en la cual se termina la formación de un catastro, de conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la Ley 14 de 1983 y el artículo 11 del presente decreto.  


La información obtenida y los cambios encontrados se anotarán en los documentos catastrales pertinentes.  El proceso termina con la resolución por medio del cual las autoridades catastrales, a partir de la fecha de dicha providencia, ordenan la renovación de la inscripción en el catastro de los predios que han sido actualizados y establecen que en el proceso de conservación se inicia el día siguiente a partir del cual, el propietario o poseedor podrá solicitar la revisión del avalúo de acuerdo con el artículo 9 de la Ley 14 de 1983.


RESOLUCION 2555 DE 1988. Artículo 88°. Actualización de la Formación Catastral.  La actualización de la formación catastral consiste en el conjunto de operaciones destinadas a renovar los datos de la formación catastral, mediante la revisión de los elementos físico y jurídico del catastro y la eliminación en el elemento económico de las disparidades originadas por cambios físicos, variaciones de uso o de productividad, obras públicas, o condiciones locales del mercado inmobiliario.


Artículo 89°. Períodos de la Actualización de la Formación.  La actualización de la formación catastral se debe realizar dentro de los períodos que señale la ley y a partir de la fecha en la cual se termina la formación de un catastro.


Artículo 90°. Avalúo de la Actualización de la Formación Catastral.  El avalúo de la actualización de la formación es el avalúo catastral corregido para eliminar disparidades provenientes de cambios físicos, variaciones de uso o de productividad, obras públicas o condiciones locales del mercado inmobiliario.








� CORTE CONSTITUCIONAL.Sentencia C 1251 de 2001


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C 1031 de 2004


� CORTE CONSTITUCIONAL. C 183 DE 1998


*M.P. Jairo Charry Rivas.


*Exposición de motivos del proyecto de ley que se convirtió en la Ley 863 de 2003. Gaceta del Congreso 572 del jueves 6 de noviembre de 2003.


	*M.P. Jairo Charry Rivas.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C 543 de 2005


� Con ocasión de un estudio tendiente a evaluar  si el sistema de propiedad predial en 


Colombia está en camino a suministrar los seis efectos que debe proporcionar un sistema moderno 


para facilitar la transacción de activos y su circulación en el mercado, • Fijar el potencial de los activos: Representando por escrito -en títulos, contratos u otros documentos- las características económica y socialmente más relevantes de los activos. Esta representación escrita asegura los intereses del propietario y también de terceras partes, clarificando responsabilidades, dando información y estableciendo las reglas y mecanismos relativos a las obligaciones involucradas. El valor potencial de los activos está justamente en su capacidad de ser representados en títulos universales y de fácil transmisión, que permite no sólo su utilización física sino una vida paralela propia como movilizador de capital.


• Integrar información dispersa: Juntando los diversos acuerdos extralegales sobre la propiedad en un sistema único, consistente y sistematizado de representaciones que opera dentro de un consenso nacional. Esto permite actuar en mercados expandidos con un único sistema legal de títulos y registros estandarizados.


• Hacer fungibles a los activos: Representándolos de manera tal que puedan ser fácilmente movilizados, resulten más accesibles al mercado y tengan mayor funcionabilidad. Esto involucra estandarizar las definiciones y representaciones de activos para facilitar una medición de bajo costo de sus atributos, la combinación de activos para alcanzar su mayor valor, la división de los activos en acciones y la valuación objetiva de las mismas, el suministro de un historial de transacciones sobre acciones, entre otros.


• Hacer responsables a las personas: Cambiando la legitimidad de derechos de propiedad protegidos por acuerdos politizados vigentes sólo a nivel de las comunidades locales, por la legitimidad y protección de derechos de propiedad bajo el imperio impersonal de la ley. Esto desmasifica a los poseedores de activos, pues vincula cada activo con sus propietarios de manera tal que éstos puedan ser individualmente identificados y localizados, y por lo tanto, pierdan su anonimato.  Se alienta la confianza entre los ciudadanos al poder ellos utilizar la propiedad para crear una garantía adicional al cumplimiento de contratos, sean éstos comerciales o financieros.


• Poner a las personas en red: Creando el marco institucional que permita conectar a bajo costo, todos los activos y sus titulares con un mercado expandido en el que puedan combinarse con otros agentes para múltiples fines y desarrollo de productos. Ello a través de registros, cadenas de empresas y otros sistemas de integración empresarial de servicios varios, entre ellos los fiduciarios y los de seguros, que reduzcan los costos de transacción y los riesgos.


• Proteger las transacciones: Asegurando no sólo los activos sino su utilización económica, a través de mecanismos que brinden información al mercado sobre el camino que han seguido las representaciones de esos activos, pasando de un propietario u acreedor a otro, creando una cadena de buena fe y confianza para compradores, inversionistas y terceros en general, lo que permitirá obtener el mayor valor de intercambio del activo.


� CODIGO CIVIL. Artículo 669 El dominio (que se llama también propiedad) es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbitrariamente, no siendo contra ley o contra derecho ajeno.


La propiedad separada del goce de la cosa se llama mera o nuda propiedad.


Artículo 673 Los modos de adquirir el dominio son la ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte y la prescripción.


Artículo 740 La tradición es un modo de adquirir el dominio de las cosas, y consiste en la entrega que el dueño hace de ellas a otro, habiendo por una parte la facultad e intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e intención de adquirirlo.


Lo que se dice del dominio se extiende a todos los otros derechos reales.


Artículo 756.    Se efectuará la tradición del dominio de los bienes raíces por la inscripción del título en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.


De la misma manera se efectuará la tradición de los derechos de usufructo o de uso constituidos en bienes raíces, y de los de habitación o hipoteca.





Actualmente sólo se presenta la responsabilidad estatal de registrar los bienes inmuebles, en los territorios colectivos de las comunidades negras y los resguardos indígenas. Una vez estos son titulados o constituidos, ampliados y saneados, es deber del Incoder hacer llegar estos títulos a la oficina de Registro dentro de los 30 días siguientes a la fecha de titulación; surtido este proceso, la comunidad negra o indígena tendrá el carácter de propietaria. 


� El tema además tiene especial trascendencia con ocasión del despojo y el desplazamiento forzado derivado del conflicto armado. Sobre el particular ver análisis Procuraduría general de la Nación sobre políticas públicas en materia de tierras. Igualmente estudio de la Contraloría General de la Nación ¨LA POLITICA PUBLICA SOBRE DESPLAZAMIENTO FORZADO EN COLOMBIA¨


� Decreto 1711 de 1984 Artículo 6º.  El catastro y el registro adoptarán el número único de identificación predial.Parágrafo.  Mientras se adopta el número único de identificación predial y para efectos de la actual interrelación, las oficinas de registro y de catastro deberán anotar en la matrícula inmobiliaria y en la ficha predial, respectivamente, el número de la cédula catastral y el de la matrícula. Toda información entre las dos entidades se hará con fundamento en estos datos.


� Las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos guardan en sus registros todo acto, contrato, providencia judicial, administrativa o arbitral que implique constitución o cancelación de declaraciones, aclaraciones, adjudicaciones, modificaciones, limitaciones, gravámenes, medida cautelares, traslación o extinción del dominio u otro derechos reales principales o accesorios sobre bienes raíces. Decretos; 2157/1970 y 410


� El Incoder, tiene dentro de sus objetivos facilitar a los pequeños y Medianos productores rurales, el acceso a la tierra y demás factores productivos, incluyendo:


*Regular la ocupación, titulación y aprovechamiento de las tierras baldías de la Nación al establecer zonas de reserva campesina, con sujeción a los criterios de (ordenamiento territorial y de la propiedad rural.


*Ordenar y adelantar la expropiación de predios, mejoras y servidumbres de propiedad rural privada o pública, cuando se determine su (interés social.


*Adelantar los procedimientos relacionados con la titulación colectiva de tierras a las comunidades negras, conforme a lo establecido en (la Ley.


*Planificar y ejecutar los procedimientos para la constitución, ampliación, 


saneamiento y reestructuración de los resguardos indígenas (en beneficio de sus comunidades.


*Conformar y actualizar el Registro Nacional de Aspirantes a Tierras Rurales y el Registro Nacional de Predios Rurales Ofertados 


� Ley 65 de 1939 Artículo 2°.  Queda autorizado el Gobierno Nacional para dictar normas que establezcan la debida conexión entre las Oficinas de Registro y las nuevas organizaciones catastrales


� El Decreto Ley 1250 de 1970 habla claramente de la interrelación de Registro y Catastro, ordenando el intercambio de información de las entidades. Posteriormente, el Decreto 2156 de 1970, reglamentó en su artículo 11, la interrelación del Catastro y el Registro. Finalmente, el Decreto 1711 de 1984 reglamentó la forma en que se debe realizar el intercambio de información. 


� El Decreto Ley 1250 de 1970 habla claramente de la interrelación de Registro y Catastro, ordenando el intercambio de información de las entidades. Posteriormente, el Decreto 2156 de 1970, reglamentó en su artículo 11, la interrelación del Catastro y el Registro. Finalmente, el Decreto 1711 de 1984 reglamentó la forma en que se debe realizar el intercambio de información. 


� ILD. EVALUACIÓN PRELIMINAR DE LA EXTRALEGALIDAD EN Colombia, 2006


� “Análisis y Diseño del Marco Legal, Institucional y Técnico para la Interrelación Catastro – Registro y su 


Implementación”. Informe Final, Fase 1, Versión 2.0 Diciembre 2004.


� ARTÍCULO 26. DETERMINACIÓN. Salvo lo dispuesto en la presente ley para casos específicos, los coeficientes de copropiedad se calcularán con base en el área privada construida de cada bien de dominio particular, con respecto al área total privada del edificio o conjunto.


El área privada libre se determinará de manera expresa en el reglamento de propiedad horizontal, en proporción al área privada construida, indicando los factores de ponderación utilizados.


PARÁGRAFO. Para calcular el coeficiente de copropiedad de parqueaderos y depósitos, se podrán ponderar los factores de área privada y destinación.


Edificio o conjunto de uso residencial: Inmuebles cuyos bienes de dominio particular se encuentran destinados a la viviend a de personas, de acuerdo con la normatividad urbanística vigente.








